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CAPÍTULO XIII.  
LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD1

Los derechos de la personalidad constituyen tema vital del Derecho de la 
Persona, pues qué más importante que los derechos que protegen su esencia; 
la noción de persona, íntimamente ligada a derechos y correlativos deberes, 
nos da una idea de lo poco que valdría la noción de “sujeto” sin “derechos” 
inherentes.

1	 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Aproximación al estudio de los derechos de la perso-
nalidad. En: Revista de Derecho Nº 7, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp. 49-311; 
Domínguez Guillén, María Candelaria: Sobre los derechos de la personalidad. En: Díkaion. Lo 
Justo. Revista de Actualidad Jurídica. 2003, Año 17, Número 12. Colombia, Universidad de la 
Sabana, pp. 23-37 (http://redalyc.uaemex.mx/pdf/720/72001204.pdf); Domínguez Guillén, María 
Candelaria: Innovaciones de la Constitución de 1999 en materia de derechos de la personalidad. 
En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 119, Caracas, Universidad Central 
de Venezuela, 2000, pp. 17-44 (También en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 615-641); Ochoa 
Gómez, Derechos de la personalidad. …, pp. 879-964; Ortiz-Ortiz, Rafael: Los derechos de la perso-
nalidad como derechos fundamentales en el nuevo orden constitucional venezolano. En: Estudios 
de Derecho Público. Libro Homenaje a Humberto J. La Roche. Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, Colección Libros Homenaje Nº 3, 2001, Vol. II, pp. 
39-82; Parra Aranguren, Gonzalo Los derechos de la personalidad…, pp. 43-96; Harting, Hermes: 
Tratamiento normativo de los derechos de la personalidad en el ordenamiento venezolano. En: 
Revista de la Facultad de Derecho Nº 22, Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 1975-76, 
pp. 133-151; Aguilar Gorrondona, José Luis: Los derechos de la personalidad y aspectos de la 
forma de ejercerlos. En: Libro Homenaje a las X Jornadas “Dr. José Santiago Núñez Aristimuño” 
Maturín-Edo. Monagas. Valencia-Venezuela-Caracas, Vadell Hermanos Editores/Tinoco, Travieso, 
Planchart & Núñez, 2000, pp. 79-85; Aguilar Gorrondona, José Luis: Los poderes paternos y los 
derechos de la personalidad de los hijos menores no emancipados. En: SUMMA, Homenaje a la 
Procuraduría General de la República 135º Aniversario, Caracas, 1998, pp. 25-54. Véase en la 
doctrina extranjera: De Cupis, Adriano: I Diritti della personalitá. Milano, Dott. A Giuffré editore, 
1959, IV, T. I y T. II; Cifuentes, Santos: Derechos Personalísimos. Buenos Aires, edit. Astrea, 2ª 
edic., 1995; García Rubio, María Paz: Los derechos de la personalidad. En: Tratado de Derecho 
de la persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole 
Resina), España, 2013, T. II, pp. 595-631; Borrel Maciá, Antonio: La Persona Humana: Derechos 
sobre su propio cuerpo vivo y muerto; Derechos sobre el cuerpo vivo y muerto de otros hombres. 
Barcelona, Bosch Casa Editorial, 1954; Diez Díaz, Los Derechos Físicos de la Personalidad. Derecho 
Somático. Madrid, Ediciones Santillana, 1963; Ondei, Emilio: Le persone fisiche e I diritti della 
personalitá. Torino, Giurisprudenza sistematica Civile e Commerciale Diretta da Walter Bigiavi, 
Unione Tiprografico-editrice Torinese,1965; Ramos Hernández y Torres Gutiérrez, ob. cit.; Moisset 
de Espanés, Luis y María del Pilar Hiruela de Fernández: Derechos de la personalidad. http://www.
revistapersona.com.ar/Persona46/46Moisset.htm; Chaves, Antonio: Direitos á Vida, ao proprio 
corpo e ás partes do mesmo (Trasplantes, esterilizacao e operacoes cirurgicas para “mudanza de 
sexo”). Direito do cadáver e ás partes do mesmo. En: Revista da Faculdade de Direito. Univ. Sao 
Paulo, 1977, Vol LXXII, pp. 243-298, primera fase; Chaves, Antonio: Os Direitos Fundamentais 
da Personalidade Moral (A integridade psiquica, á seguranca, á honra, ao nome, á imagen, á in-
timidade). En: Revista da Faculdade de Direito. Univ. Sao Paulo, 1.977, Vol LXXII, pp. 227-262, 
segunda fase; De Verda y Beamonte, José Ramón: Los derechos fundamentales de la personalidad 
(al honor, a la intimidad y a la propia imagen) como categoría unitaria, Rev. Boliviana de Derecho 
Nº 23, enero 2017, http://idibe.org/wp-content/uploads/2013/09/152.pdf; De Freitas de Gouveia, 
ob. cit., pp. 140-158; Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 145-158; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 
159-188; La Roche, ob. cit., pp. 229-241; Ochoa Gómez, Derecho…, pp. 435-494; Marín Echeverría, 
ob. cit., pp. 25-45; Zerpa, Derecho… pp. 67-75; Poles de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 85-117.
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1. Noción2

Los derechos de la personalidad son aquellos que protegen la esencia o inte-
gridad física y psíquica de la persona desde la perspectiva del Derecho Civil. 
Se dirigen así a la protección de la persona en cuanto a la óptica del Derecho 
Privado. Pues es evidente que la persona como reina y protagonista del orden 
jurídico tiene obvia protección desde múltiples ámbitos (constitucional, penal, 
etc.). La dignidad de la persona que acompaña a ésta siempre al margen de 
su conducta y destino, es el soporte o fundamento de la materia bajo análi-
sis3. La expresión mayormente difundida es precisamente “los derechos de 
la personalidad”, pero también se alude a “derechos personalísimos”4, bienes 
de la personalidad y valores de la personalidad5 entre otros. Se diferencian 
de los “derechos humanos”6 porque éstos apuntan hacia la protección de la 
persona frente al “Estado”, en tanto que los derechos en estudio conforman 
la protección civil o en plano de igualdad7. Sin que ello obste para que los 

2	 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 54-74; Juzgado Primero de Primera Instancia en 
lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Ca-
racas, Sent. 15-3-10, Exp. 45481, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2010/marzo/2116-16-AH11-
F-2008-000268.-(44481)-.html el derecho de la personalidad es un derecho subjetivo, privado, abso-
luto y extrapatrimonial que posee el ser humano por el sólo hecho de serlo y que protege la esencia 
de la personalidad (tales como la vida, el honor, el nombre la imagen, la intimidad de la vida 
privada, etc.) (en el mismo sentido: Juzgado Duodécimo de Municipio de la Circunscripción Judicial 
del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 14-1-11, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/.../2160-
14-AP31-F-2010-001616-.html); Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo Niños y 
Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, Sent. 21-5-04, Exp. 080-M- 21-05-04, 
http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2004/mayo/163-21-3478-080-M-21-05-04.html “Integran o están 
comprendidos dentro de los derechos de la personalidad o derechos inherentes a la persona, todos 
aquellos derechos que tiene por objeto o finalidad el amparo y protección de los bienes perso-
nales o personalísimos, que son aquellos que configuran la personalidad jurídica de los sujetos 
de derecho, o bien las facultades o presupuestos de la personalidad”; TSJ/SCS, Sent. Nº 0148 del 
4-3-10, “La evolución de los derechos de la personalidad ha sido paulatina, la escalada doctrinaria 
y jurisprudencial ha sido relativamente reciente, pero hoy nadie duda de la existencia de algunos 
derechos que toda persona tiene por su sola condición de individuo, de allí que al hacer referencia 
a tales derechos se les atribuye el carácter de inherentes a la persona. Las nociones doctrinarias 
nos enseñan que estos derechos procuran la protección de la esfera moral y corporal del ser, con 
la finalidad de garantizar a la persona el goce y respeto de su propia entidad e integridad en todas 
sus manifestaciones físicas y espirituales, ya no como objeto de derecho, ni siquiera como sujeto 
de derechos, sino llanamente como persona, integrando la esencia y dignidad del ser humano”. 

3	 Véase: Benda, Ernesto: Dignidad Humana y derechos de la personalidad. En: Manual de Derecho 
Constitucional. (Benda, Maihofer, Vogel, Hesse, Heyde). Madrid, Marcial Pons Ediciones Jurídi-
cas y Sociales S.A., 2ª edic., 2001, pp. 117-144; González Pérez, Jesús: La dignidad de la persona. 
Madrid, edit. Civitas S.A., 1.986; Ortiz-Ortiz, Rafael: La dignidad y el desarrollo de la personali-
dad como premisa axiológica del constitucionalismo contemporáneo. En: Revista de la Fundación 
Procuraduría General de la República Nº 14, Caracas, 1996, pp. 15-297.

4	 Véase: Cifuentes, Derechos…, p. 196; Trabucchi, ob. cit., p. 105.
5	 Véase: Pérez Vargas, Víctor: Los Valores de la Personalidad y el derecho civil latinoamericano. 

En: La Persona en el Sistema Jurídico Latinoamericano. Colombia, Universidad Externado de 
Colombia, 1995, p. 98.

6	 Véase: Faúndez Ledesma, Héctor: El estudio de los derechos humanos: su concepto, carácter in-
terdisciplinario y autonomía jurídica. En: Revista de la Facultad de Derecho Nº 39-40. Caracas, 
Universidad Católica Andrés Bello, 1988, pp. 61-120; Martínez Gómez, Jesús Armando: Diferencia 
de los Derechos inherentes a la personalidad con respecto a los derechos humanos y los derechos 
fundamentales. Revista Caribeña de Ciencias Sociales, agosto 2013, http://caribeña.eumed.net/
derechos-humanos. 

7	 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 73 y 74; Moisset de Espanés e Hiruela de Fernández, 
ob. cit., “no son derechos personalísimos …los derechos humanos (pues aunque se trata de mate-
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mismos derechos sean protegidos por distintas disciplinas o materias. Los 
derechos personalísimos tienen un marco no finito, circunscrito a las vincu-
laciones civiles, de derecho privado.8 Los derechos objeto de nuestro estudio 
miran a la tutela de la persona frente a los demás sujetos considerados en un 
plano de igualdad9.

Se discute si se trata de verdaderos derechos subjetivos con facultades de 
disposición a lo que buena parte de la doctrina responde afirmativamente por 
cuanto aunque en general o en abstracto se trate de derechos indisponibles, 
ciertamente en su contenido se presentan generalmente facultades de dispo-
siciones; sin embargo, se suele matizar el planteamiento concluyendo que 
en todo caso no pueden ser tratados bajo la misma óptica que los derechos 
subjetivos de contenido patrimonial10.

Su formulación técnica civil es relativamente reciente, pero la apreciación 
de los derechos de la persona es de vieja data porque desde siempre el hombre 
valoró la vida o el honor, entre otros. Los avances de la tecnología han hecho 
sentir la necesidad de protección de tan importantes derechos11. “En Vene-
zuela ha podido observarse un marcado interés del legislador en sancionar 
las conductas que atacan los derechos de la personalidad”12.

2. Caracteres13

rias afines, los derechos humanos atienden a la protección de la persona frente a los avasallantes 
atropellos del Estado y de sus poderes públicos”; Villalobos de González, Elvira: Los derechos de 
la personalidad, http://www.debate.iteso.mx/numero%2017/Articulos/PERSONALIDAD.htm 
“Los derechos de la personalidad, que son los mismos derechos humanos pero protegidos por la 
legislación civil”; TSJ/SPA, Sent. Nº 00278 del 6-3-01, “la Comisión ha estimado que el Pacto de 
San José otorga su protección a personas físicas naturales y excluye de su ámbito de aplicación 
a las personas jurídicas o ideales, por cuanto éstas son ficciones legales, sin existencia real en el 
orden material. (Caso Mevopal, S.A contra Argentina / Informe de la Comisión Nº 39 del 11 de 
marzo de 1999)”.

 8	 Cifuentes, Derechos…, p. 227.
 9	 Trabucchi, ob. cit., p. 105.
10	Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 62-70; Moisset de Espanés e Hiruela de Fernández, ob. cit., 

“no pueden caber dudas respecto a que los derechos personalísimos son derechos subjetivos, o 
más bien, relaciones jurídicas tutelables… De lo contrario no se comprendería la facultad de toda 
persona de hacer cesar toda perturbación a los derechos de la personalidad”.

11	Véase: Cifuentes, Derechos…, pp. 1-105; Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 51-54; Vassalli, 
Guiliano: La Protección de la esfera de la personalidad en la era de la técnica. En: Revista de la 
Facultad de Derecho, Nº 30. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1964, pp. 9-53; Lindon, 
Raymond: Une création prétorienne: Les droits de la personnalité. Paris, Manuels Dalloz de Droit 
Usuel, Dalloz, 1974.

12	TSJ/SPA, Sent. 00123 de 1-2-11.
13	Véase: Cifuentes, Derechos…, pp. 175 y ss.; Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 74-88; Marín 

Echeverría, ob. cit, pp 32 y 33; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 166-168; Harting, Tratamiento…, p. 
133; Zerpa, Derecho…, p. 67; Castán Tobeñas, ob. cit., pp. 745-747; García Rubio, ob. cit., pp. 613-
624; Ortiz-Ortiz, Los derechos de la personalidad …, pp. 71-81; Moisset de Espanés e Hiruela de 
Fernández, ob. cit.; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Estado Guárico, Sent. 20-4-09, Exp. 6.463-09, http://guarico.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
abril/350-20-6463-09-27.html se caracterizan por ser innatos, vitalicios, necesarios, esenciales, 
inherentes a la persona misma, extrapatrimoniales, indisponibles, absolutos, autónomos; Juzgado 
Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo Niños y Adolescentes de la Circunscripción Judi-
cial del Estado Falcón, Sent. 21-5-04, Exp. 080-M- 21-05-04, http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2004/
mayo/163-21-3478-080-M-21-05-04.html “Estos bienes “morales” o presupuestos de la personalidad, 
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Los derechos de la personalidad presentan los siguientes caracteres derivados 
de que tales derechos están impregnados por la noción de orden público14. En 
las materias que está de por medio el orden público, no encuentra aplicación 
el principio de autonomía de la voluntad y las normas en cuestión no pueden 
ser relajadas por los particulares (CC, art. 6).

2.1. Originarios o innatos
Los derechos personalísimos son innatos porque acompañan a la persona 
desde el mismo instante en que comienza su existencia jurídica pues son 
coetáneos al ser y son originarios porque su justificación y existencia escapa 
de la voluntad del ordenamiento jurídico. Su existencia no depende de la con-
cesión expresa del Estado. Posición ésta con tinte iusnaturalista que permite 
la mejor y más amplia protección de los derechos de la persona.

2.2. Necesarios o esenciales
Son derechos necesarios en el sentido de que los posee toda persona al mar-
gen de su voluntad, amén que no son derechos optativos o eventuales del 
sujeto, a diferencia de otra categoría de derechos que presenten el carácter 
de prescindibles.

2.3. Absolutos o erga omnes
Son derechos que se hacen valer o son oponibles frente a todos y no frente 
a alguien en particular. Aplican respecto de cualquier situación jurídica a 
diferencia de otros derechos que rigen únicamente inter partes.

2.4. Indisponibles
Se trata de una materia afectada por la noción de orden público, por ende 
tales derechos se encuentran sustraídos de la voluntad de los particulares. Sin 
embargo si bien tales derechos son indisponibles en abstracto o en sí mismos, 
ciertamente buena parte del contenido de los mismos suponen facultades de 
disposición (del cuerpo, de la imagen, etc.), amén que el sujeto bien puede no 
ejercer la respectiva acción civil, por lo que se dice que es preferible aludir 
a “relativamente disponibles”15. Se aprecia así que la voluntad interviene en 
ocasiones en el ejercicio detales derechos16, como por ejemplo en el consen-
timiento para la captación y utilización de la voz17.

inherentes a la persona, son aquellos que se adquieren y pierden independientemente de la volun-
tad de sus titulares y no admiten apreciaciones o valoración adecuada en dinero, y son inalienables 
e imprescriptibles, hallándose en consecuencia fuera del comercio, a tal extremo que se extingue 
con la personalidad por muerte. No son entonces trasmisibles mortis causa los caracteres de no ser 
apreciables en dinero, la inalienabilidad y el ser extra comercium, no es mas que la consecuencia 
del carácter intimo e inmediato de la inherencia o consustancialidad de dichos bienes o derechos 
de la persona y que tienen la misma suerte que ella. Existen o son mientras ella existe o es”.

14	Véase supra Tema II: De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 135-158, los derechos personalísimos están 
afectados por la noción, por lo que la voluntad interviene en la medida que la ley lo permita.

15	Véase: Cifuentes, Elementos…, pp. 48 y 49; Cifuentes, Derechos…, pp. 186-188; Ondei, ob. 
cit., pp. 242-246. 

16	Véase: De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 135-158.
17	Ibid., p. 158.
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2.5. Inalienables e Intransmisibles
Por tratarse de derechos marcados por la noción de orden público y sustraídos 
de la libre voluntad de los particulares, no pueden ser cedidos o traspasados 
bajo ningún acto o negocio jurídico, de allí que se diga que estos derechos 
son intransmisibles.18 Se afirma en el mismo sentido que son inalienables 
en cuanto no son susceptibles de enajenación por ningún título: los bienes 
morales a que se refieren están fuera del comercio19; no pueden ser objeto de 
venta, cesión o transferencia.20

2.6 Vitalicios
Son derechos con carácter ad vitam porque duran toda la vida de la persona. 
No pueden faltar en ningún instante de la vida humana, porque son derechos 
inescindibles de la persona. Imposible concebirla en algún momento de su 
respiro sin vida, honor o libertad.21 Se admite sin embargo en algunos casos 
una suerte de proyección de los mismos una vez extinguida la personalidad, 
en atención al respeto de la personalidad pretérita o de los familiares del di-
funto22. La minoridad no afecta los derechos en estudio23: contrariamente su 
protección se torna más delicada; esto es, la edad no condiciona la titularidad 
de los derechos de la persona24.

2.7. Imprescriptibles
Los derechos personalísimos no se pierden por prescripción extintiva; el 
tiempo no afecta su titularidad. Nadie podrá decirnos que por no haber 
reaccionado antes ante una lesión al honor o a la intimidad, perdimos tales 
derechos, porque los mismos perduran con la persona. Sin embargo, sí pueden 
prescribir las acciones derivadas de la violación de los mismos25.

2.8. Extrapatrimoniales
Son derechos no susceptibles de valoración pecuniaria o patrimonial. Pues es 
obvio que la vida, el honor, la privacidad no tienen precio; no son susceptibles 
de apreciación económica, aunque ello no es óbice que la vulneración de los 
mismos a falta de otra forma posible de reparación genere una indemnización 

18	Véase: Ondei, ob. cit., pp. 240 y 241.
19	Llambías, ob. cit., p. 247.
20	Borda, ob. cit., p. 177; Domínguez Guillén, El nombre civil…, p. 220; Domínguez Guillén, 

Ensayos…, p. 422.
21	Véase: Cifuentes, Derechos…, pp. 179: Orgaz, ob. cit., p. 120.
22	Véase: Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, pp. 218-224.
23	Véase: Aguilar Gorrondona, Los poderes paternos …, pp. 25-54; Ravetllat Ballesté, Isaac: 

El honor, la intimidad y la propia imagen. Especial referencia a los menores de edad, www.edebe-
digital.net/formacion/recursos/articulos/art26.pdf; Filloy Palmero, María Angeles: El menor y el 
derecho a su intimidad. Cuestiones procesales. En: Los Derechos de la Infancia y de la Adolescencia. 
Primeras Jornadas sobre Derechos Humanos y Libertades fundamentales. España, Mira Editores 
S.A., 2000, pp. 347-367.

24	Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 205, con inclusión de nota al pie 112 (Rodríguez Ruiz, ob. 
cit., p. 163).

25	Véase: Lacruz Berdejo y otros, ob. cit., p. 50; Llambías, ob. cit., p. 247; Ondei, ob. cit., pp. 240 y 241; 
Hung Vaillant, Derecho…, p. 168.
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de tipo pecuniario a través del daño moral (CC, art. 1196) 26. La reparación 
pecuniaria no hace perder la naturaleza de bien personal.27

2.9. Inherentes a la persona
Los derechos personalísimos forman parte esencial e inescindible de la per-
sona, la acompañan en todo instante de su existencia jurídica porque son 
nociones inseparables28. Su existencia según la naturaleza del derecho es 
también predicable respecto de la persona incorporal29. Teniendo presente 
que dada la peculiar naturaleza de ésta última, el contenido de sus derechos 
no puede ser disfrutado en la misma extensión que la persona natural30. Lo 
que permite sostener por ejemplo una prueba más rigurosa del daño moral 
en el ente moral pues mal se puede presumir un sufrimiento derivado del 
propio hecho generador31.

2.10. Privados
Los derechos de la personalidad son por definición los derechos que protegen la 
persona desde el punto de vista civil, esto es un plano de igualdad característico 
del Derecho Privado32. Para Cifuentes se presentan como “privados” pues se 
ubican en el ámbito del actuar de los particulares. Aunque existen derechos 
subjetivos públicos, los personalísimos atañen a los conflictos e interferencias 
entre las personas aunque nada obsta para que un mismo derecho sea prote-
gido por distintas materias como la penal.33

2.11. Autónomos
La combinación de todos los caracteres reseñados denotan una figura par-
ticular, una categoría especial de derechos, no identificable con otras, y por 

26	Véase infra XIII.4.
27	Ondei, ob. cit., p. 433; Roman García, Antonio: Aportación al estudio de la responsabilidad civil por 

los daños ocasionados en los bienes y derechos de la personalidad (problemática suscitada por la 
aplicación de la Ley Orgánica 1/1982 de 5 de mayo, sobre protección civil del derecho al honor, a 
la intimidad personal y familiar y propia imagen). En: Revista de Derecho Privado, Madrid, abril 
de 1.989, pp. 325-336.

28	La dificultad que encuentra la doctrina al explicar el objeto de tales derechos y pretender 
que el mismo es la propia persona nos da idea de la fusión y vital adherencia que presentan estos 
con el sujeto.

29	Véase: Santoro Passarelli, ob. cit., p. 39; Fueyo Laneri, Instituciones..., p. 119; Ghersi, ob. 
cit., p. 210. Puig Peña, ob. cit., p. 316, Ortiz-Ortiz, Los derechos de la personalidad…, p. 71; Cas, 
sent. 17-3-71, J.R.G., T. 29, pp. 430-432; AMCSCM2, Sent. 12-8-93, J.R.G., T. 126, pp. 20 y 22. 

30	García Rubio, ob. cit., p. 613.
31	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: El daño moral en las personas incorporales: impro-

cedencia de la prueba in re ipsa. En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Edición 
Homenaje a Arturo Luis Torres-Rivero, Nº 6, 2016, pp. 23-64.

32	Véase: Lacruz Berdejo y otros, ob. cit., p. 48; Ochoa Gómez, Derechos de la personalidad…, 
pp. 892 y 893.

33	Cifuentes, Elementos…, p. 49; Cifuentes, Derechos…, pp. 189-191; Lete del Río, ob. cit., p. 210, ase-
guran a su titular el disfrute y protección de su propia persona en la esfera del Derecho Privado, 
sin perjuicio de que sean también protegidos por el Derecho Público (derecho penal, derecho 
administrativo, etc.); Aguilar Benítez de Lugo, Mariano y otros: Lecciones de Derecho Civil Inter-
nacional. Madrid, edit. Tecnos, 1996, p. 41.
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eso puede llamárselo autónomos34. Los caracteres expuestos y combinados 
revelan una autonomía digna de remarcarse.35 Distinguible incluso respecto 
de la categoría de los derechos humanos.

3. Clasificación
A los fines de su estudio, asumimos una clasificación tentativa36 toda vez que 
podrá ser ampliada según los avances de la materia. Vale recordar el carácter 
enunciativo que le ha reconocido la doctrina a los derechos de la persona, 
con expresa consagración constitucional (art. 22)37 aunque la inexistencia 
de dicha cláusula constitucional llevaría a la misma consecuencia38, perfec-
tamente aplicable al ámbito de los derechos de la personalidad. De seguidas 
seguiremos la orientación que clasifica los derechos de la personalidad en tres 
sectores; *Identidad39, * Integridad física, e *Integridad moral. Excluimos de 
tal clasificación al derecho de autor dada su especialidad y particularidades40.

3.1. La identidad41

34	Cifuentes, Elementos…, p. 49; Ochoa Gómez, Derechos de la personalidad…, p. 893.
35	Cifuentes, Derechos…, p. 192.
36	Véase: Kummerow, Gert: Perfiles Jurídicos de los Trasplantes en Seres Humanos. Mérida, 

Universidad de los Andes, Colección Justicia et Jus, Nº 4, 1969, ob. cit., p. 18, refiere con razón que 
una clasificación integral de los derechos de la personalidad sólo puede lograrse por vía tentativa.

37	Que encuentra antecedente en el texto de 1858. Véase nuestro trabajo: Panorama de 
los Derechos de la persona en las distintas Constituciones de Venezuela. En: Revista de Derecho 
de la Defensa Pública Nº 2, 2016, pp. 55-88. www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/.../2/
rdefpub_2016_2_55-88.pdf.

38	Bidart Campos, Germán J.: Los derechos no enumerados en la Constitución. En: Estudios de 
Derecho Público. Libro Homenaje a Humberto J. La Roche. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Fernando Parra Aranguren Editor, Colección Libros Homenaje Nº 3, 2001, Vol. I, pp. 225-233, 
“Un escollo que se nos interpone aparece con las constituciones que no contienen una cláusula 
sobre derechos implícitos... Que la cláusula ausente sobre derechos implícitos pueda considerarse 
como existente en forma implícita es una buena maniobra interpretativa para dar acrecimiento 
y holgura al sistema de derechos en el constitucionalismo democrático.” (ibid., pp. 232 y 233); 
Juzgado Cuarto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo 
de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, Sent. 14-5-03, Exp. 5226, http://falcon.tsj.gov.ve/
decisiones/2003/mayo/167-14-5226-.html. “Sobre el artículo 22 citado, debe aceptarse que es una 
norma que contiene un principio universal de protección de los derechos y garantías inherentes 
al ser humano, los cuales son progresivos y no limitados a una enunciación…”.

39	Colocamos el derecho a la identidad como una categoría especial independiente en la que 
coexiste simultáneamente una parte corporal (identidad estática) y una moral (identidad dinámica). 
Algunos autores lo ubican dentro de los derechos relativos a la integridad moral.

40	Su autonomía lo hace una categoría especial de derechos diversos a los estudiados. Véase: 
Bittar, Carlos Alberto: Autonomia Cientifica do Direito de Autor. En: Revista da Facultade de Dire-
ito. S. Paulo, 1994, Nº 89, p 87-98; Alvarez Romero, Carlos: El Derecho de Propiedad Intelectual: Su 
temporalidad. En: Estudios de Derecho Civil. En Honor del Profesor Castán Tobeñas, Pamplona, 
Ediciones Universidad de Navarra, 1969, T. V pp. 7-29; Moisset de Espanés e Hiruela de Fernández, 
ob. cit., “creemos que no son derechos personalísimos.

41	Véase: Fernández Sessarego, Carlos: Derecho a la identidad personal. Buenos Aires, edit. Astrea, 
1992, pp. 15 y ss.; Elizondo Breedy, Gonzalo y Marcela Carazo Vicente: Derecho a la Identidad. 
En: Presente y Futuro de los Derechos Humanos. San José, Instituto Interamericano de Dere-
chos Humanos, 1998, pp. 377-392; De Cupis, ob. cit., vol. IV, T. II, pp. 3 y ss.; Domínguez Guillén, 
Aproximación..., pp. 92-126; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 137-140; Domínguez Guillén, María 
Candelaria: Notas sobre el derecho a la identidad en el ordenamiento jurídico venezolano. En: 
Revista de Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 6, IDIBE, febrero 2017, pp. 41-69, http://idibe.
org/numeros-de-revista/ .
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El derecho a la identidad había sido tradicionalmente entendido por la doctri-
na patria como el derecho de toda persona a tener un nombre42. Sin embargo, 
la doctrina extranjera explica la importancia del presente derecho que en 
modo alguno se reduce al atributo del nombre civil aunque éste forme parte 
del mismo, pues de ser así los supuestos de homonimia anularían la esencia 
de la identidad, que está conformada por muchísimos más aspectos.

“Se presenta como el derecho a ser único e irrepetible. Si bien todos so-
mos iguales en dignidad y derechos, el milagro del derecho a la identidad 
hace a cada ser único en su especie en función de ciertas características que 
conforman su esencia física y moral43. La doctrina ha distinguido así, la iden-
tidad estática de la identidad dinámica; la primera está conformada por los 
elementos asociados al ámbito físico del sujeto, sus huellas dactilares, señales 
antropométricas, constitución genética, nombre y todos aquellos elementos 
que individualizan al ser y que son en principio inmutables y de allí, la deno-
minación de estática o no mutable. Por su parte, la identidad dinámica como 
su nombre lo indica, es variable con el tiempo y está conformada por el patri-
monio cultural del sujeto, es decir, por las proyecciones, creencias e historia de 
una persona en su aspecto profesional, religioso, político, sentimental, etc. El 
ser humano es un ser mutable por naturaleza y de allí que su historia varíe a 
la par de la evolución de la vida” 44. Cuando conocemos a alguien simplemente 
lo vemos y preguntamos su nombre; percibimos así solo un aspecto parcial 
de su identidad estática45; pero probablemente toda una vida sea poco para 
descubrir su identidad dinámica en toda su dimensión.46

“El derecho a la identidad se vulnera cuando se afecta la verdad biográfica 
de una persona, es decir, la verdad de su historia. Esto porque el ser único e 
irrepetible supone que se respeten los hechos trascendentales que conforman 
nuestro patrimonio cultural y nuestra historia aun cuando estos nos desfavo-
rezcan. Debe tratarse de la alteración u omisión de hechos o circunstancias 
fundamentes que conforman el perfil social del sujeto y que este tiene interés 
en preservar porque en su conjunto es lo que lo hace un ser único. Se protege la 
42	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 151; Zerpa, Derecho…, p. 68; Hung Vaillant, 

Derecho…, p. 170; Harting, Tratamiento…, p. 136. 
43	Domínguez Guillén, Sobre …, p. 30. Véase considerando que tal concepción debe ser ampliada a su 

doble dimensión individual y colectiva; Gómez Sánchez Torrealva, Francisco Alberto: El acceso a 
un interprete como manifestación de ejercicio de derechos de defensa: Apuntes sobre la identidad 
cultural y los derechos lingüísticos, http://boletinderecho.upsjb.edu.pe/articulos/derechos_linguis-
ticos.doc.”.

44	Domínguez Guillén, Sobre…, p. 30; Fernández Sessarego, Derecho…, pp. 14 y ss.; Juzgado de 
Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, 
Sent. 18-3-08, Exp. 7655/2007, http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/1331-18-7655-.html 
“por cuanto la identidad como derecho a ser único e irrepetible está conformado por una parte 
estática (huellas, señales antropométricas, genéticas, etc.) y otra dinámica (patrimonio cultural 
del sujeto)”; Juzgado Octavo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Bancario de 
la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 8-4-11, http://falcon.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/abril/2123-8-AP11-F-2009-001044-S-N.html 

45	Refiere Fernández Sessarego que “Cuando nos hallamos por primera vez frente a una persona, nos 
impresiona su imagen y preguntamos por su nombre. El sujeto ha sido elemental y primariamente 
identificado. Una imagen y un nombre se graban en nuestra memoria.” (Derecho…., p. 114).

46	Domínguez Guillén, Aproximación..., p. 94.
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veracidad de la historia de allí que este derecho es violentado cuando se incurre 
en una noticia falsa aun cuando sea beneficiosa desde el punto de vista de la re-
putación y ello es lo que lo hace diferente del derecho al honor.47 La identidad 
supone la preservación de la historia personal al margen de su valoración”.48

Dentro del derecho a la identidad, la doctrina incluye también la identidad 
sexual en lo que respecta al caso del transexual, el derecho de toda persona a 
conocer la identidad biológica de sus progenitores y la clonación.

En cuanto al transexual49, se presenta como un trastorno de género en el 
que el cuerpo no se corresponde con la mente a nivel sexual (cuerpo de hom-
bre en mente de mujer y viceversa) por lo que la persona trata de adaptar el 
físico a su pensamiento y sentir, se trata de lograr una correspondencia entre 
la identidad estática con la dinámica. La interpretación a favor del transexual 
tendría sentido en función del derecho a la identidad que no precisa consagra-
ción expresa dado el carácter enunciativo de los derechos de la persona. Las 
razones a favor son diversas: constituye un trastorno que escapa de la voluntad 
del afectado50, y la adecuación supone consonancia con su dignidad y libre 
desarrollo de la personalidad porque se afecta el desenvolvimiento y la salud 
mental. Sin embargo, el asunto no escapa de la posible afectación de derechos 
de terceros. La complejidad del problema se deja sentir en ciertos aspectos 
como el matrimonio, la filiación preexistente, etc., toda vez que ni la sentencia 
ni la intervención médica tiene el poder de cambiar el sexo genético o cromo-
sómico. Se aprecian decisiones judiciales en que se ha reconocido la posibili-
dad de cambio de sexo en tales supuestos, aunque se discute la vía procesal51. 

47	Véase sobre la vulneración del derecho a la identidad: ibid., pp. 96-102; Bianca, ob. cit., p. 200, la 
lesión a la identidad tiene lugar cuando se divulgan hechos falsos o se distorsiona la realidad. Véa-
se: TSJ/SCC, Sent. Nº 000398 del 10-8-10, se pretende ser excluido de lista de morosos del Banco.

48	Domínguez Guillén, Sobre…, p. 31; Domínguez Guillén, Aproximación...., 98 y 99, se colocan ejemplos 
que han acontecido en la jurisprudencia italiana, pionera en la materia y que refiere Fernández 
Sessarego según los cuales se viola el derecho a la identidad cuando se identifica a alguien como 
perteneciente a un partido político distinto al que profesa o sosteniendo una postura profesional 
contraria a la que mantiene.

49	Véase: Fernández Sessarego, Derecho…, pp. 287-481; López-Galiacho Perona, ob. cit., pp. 97 
y ss.; Villagomez Rodil, Alfonso: Aportación al estudio de la transexualidad. Colección Jurispru-
dencia Práctica. Madrid, edit. Tecnos S.A., 1994; Henriquez Maionica, Giancarlo: El hábeas data 
y el derecho de la persona con trastornos de identidad de género a obtener documentos relativos 
a su identidad biológica. En: Revista de Derecho Constitucional Nº 8. Caracas, edit. Sherwood, 
julio-diciembre 2003, pp. 67-80; Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 102-116.

50	Véase: López-Galiacho López, ob. cit., p. 205, el autor reseña un dato curioso que aboga a 
favor del carácter involuntario de la transexualidad en razón de que se ha dicho que la configu-
ración cerebral en hombre y mujer son distintas. Se refiere a un interesantísimo estudio que ha 
hallado una relación entre la diferenciación sexual del cerebro y la transexualidad. El equipo de 
científicos del Netherlands Institute for Brain Research de Amsterdan (Instituto Holandés para la 
Investigación del Cerebro) ha demostrado que la transexualidad masculina podría tener su origen 
en una estructura del hipotálamo más pequeña que en la de los varones heterosexuales. Así, estu-
dios post mortem practicados durante once años a seis transexuales varones demostraron que la 
subdivisión de la estría terminalis (BSTs), una región del hipotálamo que regula el comportamiento 
sexual, era similar a la de las mujeres.

51	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Algunas sentencias que declaran el cambio de sexo. 
En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Central de Venezuela 
Nº 130, 2007, pp. 53-100 (entre ellas se cita con fundamento en el derecho bajo análisis: Juzgado 
Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del 
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Se incluye también en el derecho bajo estudio el derecho de toda persona 
a conocer la identidad biológica o genética de sus progenitores52. Constituye 
una sana curiosidad de todo ser humano conocer su origen, saber quienes 
son sus progenitores genéticos. Regla básica en materia filiatoria pero que 
se hace evidente en aquellos casos donde no media correspondencia entre la 
filiación biológica y la jurídica, y en que debe admitirse que la persona tiene 
derecho al margen de las consecuencias legales, de acceder a la información 
necesaria a fin de conocer a sus padres biológicos. El adoptado (LOPNNA, 
art. 429) o el nacido por técnicas de reproducción asistida tienen derecho a 
conocer la identidad de sus padres genéticos. Se indica que es extensible a las 
acciones filiatorias como parte de la identidad53 consagradas expresamente 
en el artículo 56 de la Carta Magna.

La clonación54 se traduce en una fotocopia genética, esto es a partir de una 
célula única de una persona se obtendría otro ser exactamente idéntico desde 
el punto de vista genético. Ciertamente, el asunto no resiste un juicio jurídico 
y ético, porque es obvio que entre otros tantos derechos que pudieran resultar 
afectados se vulnera la esencia de la identidad del sujeto, porque limita su 
derecho a ser único e irrepetible, sin que en modo alguno se pueda alegar 
que tendrá otra historia, toda vez que su identidad estática es idéntica a la de 
otro ser, quedando reducido el clon a una suerte de doble, donde se pone en 
evidencia una cosificación que vulnera su dignidad, su libre desarrollo de la 
personalidad, su filiación, etc. De allí que la ley proscriba este procedimiento55.

Estado Miranda, Sent. 28-10-05, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/octubre/101-28-23.659-.
html); Silverino Bavio, Paula: Breves apuntes sobre la transexualidad y el derecho a la identidad 
personal. http://revistapersona.8k.com/41Persona1.htm. Creemos que debe ser reconocido el dere-
cho de la persona transexual a adecuar su apariencia física a su sexo vivido en una morfología que 
lo represente, así como su derecho a una inscripción registral, dado que la negativa a reconocer la 
identidad de la persona transexual genera un daño permanente e irreparable a su proyecto de vida.

52	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 123-126; Zarraluqui, Luis: El Genoma Humano: Es-
tatuto Jurídico. En: Memoria del VIII Congreso Mundial sobre Derecho de Familia, Caracas, 1994. 
Caracas, Publicidad Gráficas León S.R.L., 1996, Tomo I., p. 286; Domínguez Guillén, Aproximación..., 
pp. 123-126.

53	Véase: TSJ/SCS, Sent. Nº 0148 del 4-3-10, la identidad es eso que nos hace únicos e irrepetibles; 
de allí que el derecho a conocer la identidad de nuestros progenitores forma parte integrante del 
derecho a la identidad, pues todo ser humano tiene el derecho a conocer su origen, a saber quiénes 
son sus padres genéticos, los cuales sólo pueden ser unos y no otros. Conocer es una necesidad 
humana y más aún si se trata de conocer de sí mismo. Aunque la mayoría de la doctrina enfoca 
tal aspecto desde el ámbito de la adopción o de las nuevas técnicas de reproducción asistida, en 
el sentido de que éstas deben garantizar el derecho de acceder a la identidad originaria.

54	Véase: Camacaro González, Mayra Alejandra y Gaudis Josefina Martínez Rivas: Influencia 
de la Clonación sobre el derecho a la identidad. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas Nº 121. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 2001, pp. 365-388; Bemavodes de 
Castañeda. Luisa: Reflexiones en torno a la clonación humana, pp. 221-241, http://servicio.cid.uc.edu.
ve/derecho/revista/idc31/art6.pdf ; Hidalgo, Soraya Nadia: Clonación, o reproducción en serie de 
seres humanos ¿una alternativa del siglo XXI? Estatuto Jurídico. En: Memoria del VIII Congreso 
Mundial sobre Derecho de Familia, 1994. Caracas, Publicidad Gráficas León S.R.L., 1996, Tomo I., 
pp. 308-329; Sommer, Susana E.: Genética, Clonación y Bioética ¿Cómo afecta la ciencia nuestras 
vidas?. Argentina, edit. Biblos, 1998; Domínguez Guillén, Aproximación..., pp. 116-123.

55	Véase: Ley orgánica contra la delincuencia organizada y financiamiento al terrorismo, G.O. 39.912 
de 30-4-12, art. 40. “…Si fecunda óvulos humanos con fines distintos a la procreación o terapéuti-
cos o realiza actos de clonación u otros procedimientos dirigidos a la modificación genética, será 
penado o penada con prisión de ocho a doce años”. (Destacado nuestro).
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Para algunos el derecho bajo análisis se relaciona también con la obtención 
y corrección de los respectivos instrumentos de identidad56. Otros aluden al 
derecho a la identidad para referirse a aquel a ser inscrito en el Registro del 
Estado Civil57.

3.2. Derechos relativos al cuerpo
3.2.1. Vida (vivir)58: El derecho a la vida es sin duda el más importante de todos 
porque adicionalmente es presupuesto de la personalidad humana. Se señala 
como una suerte de impropiedad aludir a “derecho a la vida” o “derecho sobre 
la vida” porque propicia confusión con la situación del concebido o sugiere 
una falsa justificación o aceptación del suicidio, respectivamente. Por lo que 
acertadamente se sugiere la expresión derecho a vivir, para referirse al dere-
cho a toda persona humana a seguir viviendo, a no serle arrebatado ese vital 
derecho propiciándole la muerte.

Indudablemente el tema tiene infinitas y profundas consideraciones tales 
como el suicidio, la eutanasia y los contratos que afectan la vida. 

El suicidio59 no está permitido jurídicamente aunque por razones humanita-
rias no esté penado (a diferencia de la ayuda o inducción al suicidio, CP, art. 
412). Ello se evidencia en que cualquiera puede y debe impedir un suicidio sin 
que el suicida frustrado tenga acción al respecto. Cifuentes alude a pasividad 
mortal, cuando se pone en evidencia ante omisiones humanas; una conducta 
intencionalmente negativa, dispuesta a inmovilizarse, no ingerir alimentos, 
dejar de obtenerlos, a no evitar el frío, a soportar sin defensa cualquier ele-
mento destructor. Sería equiparable al suicidio por acción y por ello son con-
ductas lícitamente obstruibles. El huelguista de hambre puede ser compulsado 

56	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Estado Guárico, Sent. 20-4-09, Exp. 6.463-09, http://guarico.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
abril/350-20-6463-09-27.html. Dentro de este derecho a la personalidad, se encuentra el derecho a la 
identidad… Para hacer efectivos estos derechos Constitucionales, se instaura en el Código Adjetivo 
la Acción de Rectificación de Partidas; Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil 
y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 15-3-10, Exp. 
45481, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2010/marzo/2116-16-AH11-F-2008-000268.-(44481)-.html 
La identidad de la persona consiste en ser quien es y no otra, esa identidad tiene importantes 
consecuencias jurídicas….

57	Véase: LOPNNA, art. 16, Montero Rodríguez, Lilian Margarita: El derecho a la identidad de los 
niños y adolescentes. En: Primer año de vigencia de la LOPNA. Segundas Jornadas sobre la Ley 
Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente. Caracas, Universidad Católica Andrés 
Bello, Facultad de Derecho, Centro de Investigaciones Jurídicas, 2001, pp. 313- 323; Delgado Ca-
rruyo de Ávila, ob. cit., p. 94; Salvador Gutiérrez, Susana: Derechos Registrales del Menor. En: El 
menor y la familia: Conflictos e implicaciones. Madrid, Universidad Pontificia Comillas, Instituto 
Universitario “Matrimonio y Familia”, Nueva Serie III, 1998, p. 127; Perdomo, Gloria y Levy Farías: 
El Derecho a la identidad y las Defensorías de niños, niñas y adolescentes: un estudio casuístico. 
Venezuela, Consejo Municipal de Derechos de niños, niñas y adolescentes de Chacao/edit. Texto, 
2011, p. 29, el derecho a la identidad incluye o se refiere simultáneamente a varias condiciones 
o componentes: el derecho a ser identificado, a ser legalmente reconocido por un nombre, tener 
una nacionalidad, a que se establezca el vínculo filial con la madre y con el padre.

58	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 126-156; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 
140-142; Oliva Blázquez, Francisco: Derecho a la vida. En: Tratado de Derecho de la persona física, 
Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), España, 2013, 
T. II, pp. 711-775.

59	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 131-135.
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a alimentarse cuando empieza a peligrar su existencia y puede ser abrigado 
quien decide soportar el frío hasta morirse.60 Aunque no debe confundirse 
con otras figuras que suponen el ejercicio legítimo de otros derechos61.

La eutanasia62 es un tema demasiado álgido, se traduce en propiciar la 
muerte del enfermo terminal a petición de éste para evitarle un sufrimiento; 
se distingue del suicidio asistido (no se está próximo a la muerte) y del ho-
micidio por piedad (no media petición del enfermo). Ciertamente el dilema 
ético afecta la interpretación jurídica que tiende a rechazar la figura pues la 
muerte no admite retorno y dado el carácter indisponible del derecho a la vida. 
Sin embargo, la figura debe deslindarse del derecho a morir con dignidad63 u 
ortotanasia, toda vez que la vida debe vivirse hasta su límite natural y no todo 
lo científicamente posible es éticamente justificable. No debe extenderse la 
vida del enfermo terminal porque ello propicia un dolor superior a la muerte. 
Ello se reconoce en nuestro ordenamiento64. La distanasia es la prolongación 
60	Cifuentes, Derechos…, p. 275. 
61	Ibid., p. 276, todo dependerá de la situación porque no debe olvidarse que so pretexto 

de proteger la vida, no han de avasallarse otros derechos personalísimos como la libertad. De ahí 
que sólo sea aceptable el acto que impide, cuando el peligro de muerte es cierto e inminente. La 
pasividad mortal no debe confundirse con ciertas actitudes bastante cercanas pero que tienen 
elementos diferentes, pues no importan un suicido encubierto o indirecto, sino una decisión que 
impide la acción médica sobre el enfermo como manifestación del derecho a la libre disposición 
del cuerpo y a la integridad física. 

62	Véase: Aguiar-Guevara, Rafael: Eutanasia: mitos y realidades. Caracas, edit. TAMHER C.A., 
2003; Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 135-150; Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, pp. 
204-206; Castro Urdaneta, Jorge O.: El derecho a la vida en el umbral de la muerte: aproximación 
a partir de la jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 
Tribunal Supremo de Justicia, Fundación Gaceta Forense, Edición y Publicaciones, 2012. Véase 
referencia a voto salvado en: TSJ/SCP, Sent. 1609 de 6-12-00, en Holanda ...el Parlamento aprobó 
“un proyecto de ley que permite a los médicos ayudar a los pacientes a morir bajo condiciones 
estrictas”. Lo que es el delito de homicidio en Venezuela y en casi todos los países del mundo, 
desde esta semana no es delito en Holanda”; Oliva Blázquez, ob. cit., pp. 767-775.

63	Véase: Pereira Sojo, Leydimar y otras: El derecho a morir con dignidad. En: Revista de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 121, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 2001, pp. 389-427; 
Blanco, Luis Guillermo: Muerte digna. Consideraciones bioético-jurídicas. Buenos Aires, edit. Ad-
hoc S.R.l., 1997; Ruiz de la Cuesta, Antonio: Reflexiones sobre el derecho a vivir y morir dignamente: 
sus prescriptividad ética y jurídica. En: Problemas de la Eutanasia. Francisco Javier Ansuátegui 
Roig (Coordinador). Madrid, Universidad Carlos III de Madrid, edit. Dykinson, 1999, pp. 123-151.

64	Véase: Código de Deontología Médica, art. 77 “el moribundo tiene derecho a exigir que se le permita 
morir sin la aplicación indiscriminada de medidas extraordinarias de mantenimiento artificial de 
la vida, respetándose también su decisión de que no le sean aplicadas medidas de reanimación. El 
desatender este deseo puede considerarse como una violación a los derechos del enfermo a morir 
en paz. La interrupción de las medidas extraordinarias no exonera al médico de su obligación de 
asistir al moribundo y suministrarle la ayuda necesaria para mitigar la fase final de la enfermedad.” 
Art. 79, “El enfermo tiene derecho a exigir que durante su tránsito final no exceda la <<ciencia>>, el 
<<arte>> de la medicina. En otras palabras que el conocimiento científico y las habilidades técnicas 
del médico no excedan en momento alguno el carácter humano de la ayuda profesional.” Art. 81 
eiusdem indica que “el médico que atiende enfermos irrecuperables no está obligado al empleo 
de medidas extraordinarias de mantenimiento artificial de la vida. En estos casos, de ser posible, 
oirá la opinión de otro u otros profesionales de la medicina. El médico cumplirá igualmente lo que 
indique el Reglamento de la ley de ejercicio de la medicina”. En el mismo sentido: art. 28 Ley de 
ejercicio de la Medicina (GO. 39.823 de 19-12-11). Véase, art. 29: El ingreso y la permanencia de los 
enfermos o enfermas, en las unidades de cuidado intensivo deberán someterse a normas estrictas 
de evaluación, destinadas a evitar el uso injustificado, inútil y dispendioso de estos servicios en 
afecciones que no las necesiten y en la asistencia de enfermos o enfermas irrecuperables en la 
etapa final de su padecimiento.).
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artificial de la vida a toda costa mediante la utilización de medios ordinarios 
y extraordinarios; debe ser rechazada en protección a la vida y a evitar el 
sufrimiento a través del encarnecimiento terapéutico.

Finalmente, la fuerza de la costumbre e intereses extrajurídicos han per-
mitido la subsistencia de ciertos contratos que ponen en riesgo la vida65 (es-
pecialmente relativos a deportes). En todo caso, cabe recordar que se está en 
presencia de derechos indisponibles por lo que de ser el caso podrían carecer 
de validez las cláusulas de exoneración de la responsabilidad.

3.2.2. Integridad física66

La persona natural constituye una unidad sustancial entre lo físico o corporal 
y lo psíquico o espiritual. De allí que los daños propiciados en su cuerpo reper-
cuten también en su integridad moral. Pero tratando de desligar lo corporal 
de lo moral, debe admitirse que la integridad física constituye un derecho 
autónomo distinto de la vida y otros; se traduce en esencia, en el derecho de 
toda persona humana a no ser vulnerado en su esfera física o corporal.

La persona tiene derecho a ser respetada en su integridad física, psíquica y 
moral (Const., art. 46) y por ende no debe ser objeto de agresiones ilegítimas. 
En materia penal se sanciona las lesiones corporales (CP, arts. 413 y ss.). La 
proyección del presente derecho implica la posibilidad de negarse a inspec-
ciones corporales, de tal suerte que los exámenes médicos o físicos deben ser 
consentidos por el afectado o demandado67. Aunque el ordenamiento a fin 
de combinar el presente derecho con los derechos legítimos de terceros ge-
neralmente consagra que la negativa del demandado genera una presunción 
en su contra68. En general no se pueden realizar intervenciones médicas o 
inspecciones contra la voluntad del individuo.

También es común que el presente derecho resulte afectado por actividades 
o deportes donde se pone en riesgo la integridad física, y en que vale recordar 
el carácter indisponible de la materia y la posible nulidad de los contratos 
en este sentido69. La doctrina española da un ejemplo interesante, acontecido 
con un aspirante a torero70.

65	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 151-153.
66	Véase: ibid., pp. 153-157; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 142 y 143.
67	Véase sin embargo: Ribeiro Sousa, Dilia María: El proyecto Genoma humano y sus im-

plicaciones en el ámbito penal (Especial referencia a la obtención coactiva de material genético, 
como medio de prueba en el proceso penal venezolano). En: Nuevos Estudios de Derecho Procesal. 
Homenaje a José Andrés Fuenmayor. Colección Libros Homenaje Nº 8. Caracas, Tribunal Supre-
mo de Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, 2002, Tomo II, p. 279, la autora se muestra 
partidaria de la obtención coactiva del exterior del cuerpo en materia penal de interés público 
con las debidas garantías, más no así de muestras internas.

68	Véase: CPC, art. 505; CC, art 210, LPFMP, art. 29; Constitución, art. 43, núm. 3.
69	Véase: Tramontana, ob. cit., p. 66.
70	Véase: Diez Díaz, ob. cit., pp. 104-107, en España durante 1956 un torerillo tuvo una cita con la 

muerte, se presentaba como doble de torero y someterse a una cogida por 8.000 pesetas, correr 
con los gastos de curación y 100.000 si moría. En el contrato expresamente figuraba la palabra 
muerte ¿la vida humana valía 100.000 pesetas?; ibid., p. 113, La voluntad de los particulares será 
eficaz siempre que armonice con los derechos de la persona, esta materia excede el ámbito de 
voluntad de los particulares.
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3.2.3. Disposición del cuerpo71

Todo ser humano tiene derecho a disponer de su propio cuerpo dentro de 
los límites razonables impuestos por el orden jurídico. De allí que mientras 
no se atente contra la propia integridad física, el orden público, las buenas 
costumbres y los derechos de terceros todo individuo tiene autodeterminación 
o decisión respecto de su cuerpo.

La persona no puede disponer del cuerpo como de una cosa pues el cuerpo 
es la expresión física del ser humano72. El derecho a la disposición del cuerpo 
se distingue al derecho a disponer de ciertas partes de éste que una vez que se 
desprenden entran en el comercio (cabello, uñas, dientes), pero que mientras 
están unidos a la persona forman parte de ésta. Por lo que resulta diverso el 
tratamiento de las partes separadas del cuerpo de las integradas a éste; en el 
último caso no puede existir apropiación o ejecución.

En general los actos de disposición del cuerpo son lícitos si no causan una 
disminución de la integridad física, de allí que se admita la cirugía cosmética 
no obstante los riesgos implícitos; pero no es permisible la automutilación ni la 
mutilación con fines experimentales (Ley de ejercicio de la medicina, art. 101).

En cuanto a las intervenciones médicas debe distinguirse las de urgencia que 
justificaría una intervención sin consentimiento del afectado vista su imposi-
bilidad de manifestarlo73; de aquellas cuya omisión si bien pueden acarrear la 
pérdida de la vida no constituyen una estricta emergencia porque el paciente 
está lucido y consciente. Respecto de las últimas se sostiene la necesidad de 
autorización so pena de vulnerar el derecho en comentarios. Se indica que la 
libre disposición del cuerpo y la dignidad de la persona se oponen a la interven-
ción médica forzosa aunque la consecuencia fatal pudiera ser eventualmente 
la muerte74. Ciertamente resultaría afectada su integridad psico-física75, su 

71	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 157-186; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 
144-149.

72	Bianca, ob. cit., p. 166.
73	Véase en este sentido: Borrel Maciá, ob. cit., p. 45; García Amigo, ob. cit., p. 307; Ghersi, 

ob. cit., p. 201; Decocq, ob. cit., pp. 360 y 361; Ley de ejercicio de la medicina, art. 33 (menores de 
edad).

74	Véase: Bertoldi de Fourcade, ob. cit., p. 6, una sentencia argentina del 11-12-95 se pronunció 
sobre el valor de la negativa del paciente a someterse a una nueva amputación, era un diabético 
deteriorado cuya actitud le causaría la muerte. En el mismo sentido: Kraut, ob. cit., pp. 183 y 184, 
lo contrario implicaría una ofensa a su dignidad como persona. Hooft cita un interesante caso 
argentino del paciente Behamóndez que se negaba a una trasfusión por razones religiosas; los 
médicos solicitaron autorización para realizarla la cual les fue concedida; el paciente recurrió de la 
decisión y le fue negada la solicitud, posteriormente apeló y la decisión fue confirmada. Finalmente 
Behamóndez acudió a la Corte Suprema y aun cuando ya no era necesaria la trasfusión pues ya 
se había recuperado el máximo Tribunal se pronunció a favor de la prevalencia de la voluntad 
del paciente y el respeto a la libertad de la persona. (Hooft, Pedro Federico: Bioética y derechos 
humanos. Temas y casos. Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1999, 115-117). 

75	Véase: Solé Resina, Judith: Derecho a la protección de la salud. Derechos del paciente. En: Tratado 
de Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ 
Coord. J. Sole Resina), España, 2013, T. II, pp. 780 y 792, el Tribunal Constitucional español viene 
defendiendo que el consentimiento del paciente a cualquier intervención sobre su persona es algo 
inherente al derecho fundamental a la integridad física producto de la autodeterminación. En 
sentencia 28 de marzo de 2011 ello se indicó a propósito de amparo por la pérdida fundamental 
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libertad y su dignidad; sólo el interesado puede asumir el riesgo de sus propias 
decisiones76. Se trata de una decisión personalísima que solo puede depender 
de la autodeterminación del sujeto. No debe el sujeto ser intervenido contra 
su voluntad so pretexto de salvar la vida77 como bien supremo porque los 
derechos de la personalidad exigen un análisis y equilibrio en su conjunto 
en pro de la dignidad del sujeto.

Pero si bien la decisión de no intervención médica de un adulto puede pro-
piciar un desenlace fatal en perjuicio de su propia vida, ello no es trasladable 
respecto de los incapaces absolutos dada su carencia de discernimiento, esto 
es, no pueden sus representantes decidir en perjuicio de su vida. Se pueden 
plantear casos álgidos respecto de incapaces distintos a la emergencia78; para 
algunos el menor de edad carece de capacidad79, pero otros acertadamente 
indican que debería escucharse su opinión pues se admite que no ha de re-
gir el criterio de la capacidad legal sino del discernimiento80 y ante la duda 
podría intervenir la autoridad judicial81. Ello es extensible a las transfusiones 

de la mano derecha tras la realización de un cateterismo sin el consentimiento informado del 
paciente. Se indica que en España solo puede actuarse contra la voluntad de paciente cuando 
existe riesgo para la salud pública.

76	Véase: López Ortega, ob. cit., pp. 63 y 64; Kraut, ob. cit., pp. 147 y ss.
77	Véase sin embargo: TSJ/SConst., Sent. 1431 del 14-8-08, “Por tanto, sólo para el supuesto de que la 

transfusión de hemoderivados sea la única opción científicamente comprobada y tecnológicamente 
asequible en el país para resguardarle la vida al paciente-objetor, la transfusión de hemoderivados 
aun en contra de la voluntad del paciente-objetor es lo correcto y legalmente procedente para el 
médico, pues, como se ha dicho, el derecho a la vida no es un derecho de libertad que implique 
disponibilidad. Se trata de un derecho que merece protección absoluta aun en contra del titular…”.

78	La cual ciertamente justificaría la rápida intervención médica en pro de salvar la vida. 
Véase: Cuenca, Hernando y otros: Responsabilidad médica en situaciones de emergencia. En: 
Ética, Política, Derecho y Situaciones de muerte. Caracas, ediciones del Rectorado, Alfredo Castillo 
Valery y Xavier Mugarra Torca ediciones, 1991, p. 57, en caso de emergencia donde corre riesgo 
inminente la vida no se precisa autorización de los padres porque la prioridad es salvar la vida.

79	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1431 del 14-8-08, se agrega “Por la otra, es necesario señalar 
que la objeción de conciencia exige discernimiento pleno para aquilatar los pro y los contra de 
su decisión; discernimiento que nuestro ordenamiento presume que es alcanzado plenamente 
cuando se alcanza la mayoría de edad”. 

80	Kemelmajer de Carlucci, Aída: El Derecho del menor a su propio cuerpo. En: La Persona Humana. 
Argentina, edit. La Ley, 2001, p. 255; Vidal Martínez, Jaime: La protección de la persona en la 
investigación médica. En: http:// www.ajs.es/downloads/vol0614.pdf en España el artículo 162 del 
CC permite ejercitar por sí mismo los derechos personalísimos si se cuenta con discernimiento por 
lo que se indica que se precisa consentimiento del menor para investigación médica si tiene más de 
doce años; De Verda y Beamonte, José Ramón: “El consentimiento de los menores e incapacitados a 
las intromisiones de los derechos de la personalidad”, Actualidad Jurídica Iberoamericana IDIBE, Nº 
1, agosto 2014, p, 38, http://idibe.org, los actos jurídicos que no afectan intereses patrimoniales sino 
que se asocian sino a la dimensión personal del ser humano, en el caso de los menores incapaces 
deben poder ejercitarlos si se hallan en condiciones de poder apreciar y querer sus consecuencias; 
Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 168 y 169, la figura de la representación no puede interferir 
negativamente en la esfera de los derechos personalísimos. El menor de edad podría o debería ser 
consultado de tener conciencia o entender la trascendencia de la situación; Casado Blanco, M. y 
otros: Dilemas legales y éticos en torno a la asistencia médica a los menores, Rev. Pediátrica Aten 
Primaria Vol. 17, Nº 65, Madrid, enero-marzo 2015, http://scielo.isciii.es/scielo.php?script=sci_ar
ttext&pid=S1139-76322015000100021 desde el punto de vista ético y deontológico es obligado 
para los médicos buscar y encontrar puntos de equilibrio que permitan al menor tomar decisiones 
que no le sean perjudiciales, le causen daño o tengan consecuencias irreversibles.

81	Véase: Código de Deontología Médica, art. 68 “si el médico cree que el niño puede ser capaz de 
alcanzar mediante tratamiento una vida normal y los padres expresan su desacuerdo, debe solicitar 
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de sangre; no es lo mismo asumir el riesgo propio por convicción religiosa 
que pretender trasladar la fatal consecuencia de una decisión propia a otra 
persona y con mayor razón si es incapaz de obrar; no puede decidirse en per-
juicio de la vida de otro aunque se tenga la condición de representante pues 
la representación no aplica a los derechos personalísimos82.

Por otra parte, el médico tiene el deber de informar83 pues la respectiva 
autorización implica un consentimiento informado84. La autorización del 
paciente es necesaria aunque la intervención redunde en beneficio de éste85.

En cuanto a experimentos científicos estos precisan que el riesgo sea propor-
cional al beneficio y que el paciente sea debidamente informado de los mismos. 
Nadie puede ser sometido a experimentación sin la respectiva autorización86.

En el derecho bajo análisis se incluye lo relativo a los trasplantes de órga-
nos87, materia regulada por la Ley sobre donación y trasplantes de órganos, teji-

la intervención del tribunal correspondiente. La posibilidad de infringir los principios religiosos de 
los padres, si es que existe ese factor, es responsabilidad de la ley, no del médico”.

82	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 167-169; Álvarez Lata, Natalia: El ejercicio de 
acciones y derechos personalísimos de la persona incapacitada (Comentario y alcance de la STC 
311/2000, de 18 de diciembre). En: Revista de Derecho Privado y Constitución Nº 15, enero-
diciembre 2001, p. 35, de la ley se deduce la exclusión de la representación en materia de actos 
personalísimos; Guzmán Toro, Fernando: Los dilemas éticos y jurídicos relacionados con las trasfu-
siones de sangre en las situaciones límites. En: Frónesis, Vol. 17, Nº 2, Caracas, agosto 2010, http://
www.scielo.org.ve/scielo.php?pid=S1315-62682010000200004&script=sci_arttext; Rodrigo Lara, 
María Belén: La libertad de pensamiento y creencias de los menores de edad. Memoria para optar 
al grado de Doctor, Universidad Complutense de Madrid, 2004, p. 458, http://biblioteca.ucm.es/
tesis/der/ucm-t27514.pdf en caso de objeción a tratamientos médicos por motivos religiosos de 
menores de edad se ha resuelto a favor para garantizar su derecho a la vida. 

83	Kraut, ob. cit., p. 155; López Ortega, Juan José: Consentimiento informado y límites a la intervención 
médica. En: Problemas de la Eutanasia. Francisco Javier Ansuátegui Roig (Coordinador). Madrid, 
Universidad Carlos III de Madrid, edit. Dykinson, 1.999, pp. 59-69.

84	Kraut, ob. cit., p. 165; Solé Resina, ob. cit., pp. 805-824. 
85	Kraut, ob. cit., pp. 167 y 168, en 1905 en USA en el caso “Mohr vs Willians” se condenó al médico 

pues la paciente solo dio autorización para operar su oído derecho. En la sala de operaciones, el 
médico descubrió que sería mejor intervenir antes el oído izquierdo, cosa que realizó argumentan-
do que era beneficioso para la paciente por cuanto le ahorraba costos de una segunda operación 
y los traumas de una segunda anestesia. La operación resultó exitosa por lo que la indemnización 
fue reducida de $ 14.000 a $ 39, sin embargo el tribunal condenó al médico por violar el derecho 
del ciudadano libre y operarlo sin su consentimiento. 

86	Véase: Pacto de Derechos Civiles y Políticos, art. 7: “nadie será sometido sin su libre consentimiento 
a experimentos médicos o científicos.”; Const, art. 46, ord. 3: Ley de ejercicio de la medicina, arts. 
94, 97, 101 (es ilícita cualquier intervención mutilante con fines experimentales aunque medie 
autorización).

87	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 171-179; Kummerow, Gert: Perfiles Jurídicos de los 
Trasplantes en Seres Humanos. Mérida, Universidad de los Andes, Facultad de Derecho, Centro de 
Jurisprudencia, Colección Justitia et Jus, Sección Investigaciones Nº 4, 1969; Fuenmayor G., José 
Andrés: Consideraciones generales sobre los trasplantes de órganos y otras materias afines. En: 
Revista de la Facultad de Derecho Nº 47. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 1993, pp. 
147-157; Fuenmayor G., José Andrés: Consideraciones generales sobre los trasplantes de órganos y 
otras materias afines. En: Opúsculos Jurídicos. Evolución y perspectiva del Derecho Procesal en el 
país. Caracas, edit. Texto C.A., 2001, pp. 231-239; Aponte, Luis R.: El problema de los trasplantes. 
En: Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Santa María Nº 9, Caracas, abril-junio 
1982, pp. 155-169; Sagarna, Fernando Alfredo: Los Trasplantes de Órganos en el Derecho. Doctrina, 
Legislación, Jurisprudencia y Derecho Comparado. Buenos Aires, edit. Depalma, 1.996; Gordillo 
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dos y células en seres humanos 88. Se distingue los trasplantes que tienen lugar 
entre vivos (si no afecta sustancialmente la integridad del dador) o post mortem 
porque el dador ya es cadáver89, entre cuyos principios se aprecia la gratuidad 
(art. 10)90, la revocación (art. 21), el consentimiento informado (arts. 18 y 41, 
ord. 1) y el consentimiento personalísimo. Respecto de la donación entre vivos 
se precisa que no cause perjuicio irreversible para el dador (art. 17), estado 
familiar (art. 18)91 y el discernimiento del donante aunque sea pariente, no obs-
tante la previsión del artículo 34 que alude a la donación en vida de órganos de 
“niños, niñas y adolescentes” a favor de descendientes directos y hermanos con 
autorización judicial y escuchando su opinión. A lo que habría que objetar que 
mal podría darse una extracción de un órgano de un “niño” sin “discernimien-
to” aunque se cumplan tales formas de rango legal92. Se adopta la distinción 
entre muerte clínica y muerte encefálica o cerebral93 a los efectos del trasplante, 
estableciéndose una presunción de donación salvo que se manifieste expresa-
mente lo contrario (art. 27)94. La materia debe estar orientada por la libertad del 
donante y del receptor, el respeto a la dignidad de la persona y a la integridad 
física y la disposición del cuerpo. La donación de órganos post mortem supone 
el reconocimiento de utilidad del cadáver en provecho de la humanidad95. 

Cañas, Antonio Trasplantes de órganos: <<pietas>> familiar y solidaridad humana. Madrid, Civitas, 
1987; Véase también: TSJ/SC, sent. Nº 1453 del 27-07-06.

88	Véase: G.O. Nº 39.808 de 25-11-11; Pellegrino Pacera, Cosimina y Ana Julia Niño Gamboa: Breves 
comentarios a la nueva Ley sobre donación y trasplante de órganos, tejidos y células en seres 
humanos. En: Anuario de Derecho de Derecho Público Nº IV-V, Caracas, Centro de Estudios de 
Derecho Público de la Universidad Monte Ávila, 2011-2012, pp. 202-218, http:// www.uma.edu.
ve/regalo/AnuarioDerechoPublico.pdf.

89	Véase: Gordillo Cañas, ob. cit., p. 53, son más sencillas las cosas en caso de donación para trasplante 
post mortem, pues el beneficio del receptor no entra en pugna con el bien del donante. 

90	Véase: TSJ/SCC, Sent. Nº 000094 del 18-2-16: …por excepción a los principios generales de nues-
tro Derecho, que excluyen al material biológico de origen humano de todo acto de comercio, las 
células progenitoras hematopoyéticas pueden ser objeto de contratos fuera del sistema de bancos 
públicos, para uso autólogo eventual, pero con una clara limitación que encuentra su fundamento 
en la protección del interés general.

91	La ley exige la necesidad estado familiar para ser donante (artículo 18), lo que no ha dejado de ser 
criticado por la doctrina si media gratuidad por razones humanitarias pues es inconsecuente la 
limitación a parientes y se recabe dadores fallecidos sin consentimiento expreso, dándose casos 
inclusive en la jurisprudencia extranjera donde ha mediado autorización judicial para subsanar 
tal impedimento, ej. en caso de excónyuges. Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 174 y 
175. Obsérvese que la norma del artículo 18 alude el limitadísimo criterio de la Sala Constitucional 
de la sentencias 1682 de 15-7-05 de considerar estable la unión de hecho con más de dos (2) años.

92	Véase también susceptible de crítica por la ausencia de discernimiento dado su carácter invasivo, 
artículo 19: “Ser mayor de edad, a menos que se trate de parientes donantes de células proge-
nitoras hematopoyéticas, con el consentimiento escrito de sus padres o representante legal”.

93	Véase supra VI.1. 
94	En caso de menores de edad, los representantes son quienes pueden dar la autorización (art. 34). 

La ley anterior de trasplantes en su artículo 16 establecía una suerte de presunción de donación 
a falta de oposición de los parientes: Hung Vaillant, Derecho…, p. 101. 

95	Véase: Domínguez Guillén, Consideraciones sobre la muerte…, p. 419, se trata de la necesidad de 
encontrar utilidad en el cadáver, último residuo de la personalidad, a favor de la vida; Domínguez 
Guillén, Inicio y extinción…, pp. 192-2006; TSJ/SConst, sent. Nº 1453 del 27-07-06, hay una realidad 
a nivel mundial y es que muchas personas requieren el transplante de un órgano o de un tejido y 
luchan por lograr que la obtención del mismo sea a través de una vía más expedita y por supuesto, 
menos engorrosa. 
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Se desprende igualmente el derecho a disponer del cadáver96; el sujeto 
puede en vida disponer dentro de las limitaciones legales, sobre el destino 
de su propio cadáver como último residuo de su personalidad. Se trata de un 
acto en vida que encontrará aplicación después de su muerte. Podrá decidir 
por ejemplo si será objeto de inhumación, cremación, incineración, embalsa-
mamiento, investigación científica o prohibir donación para trasplantes97. La 
voluntad del difunto priva sobre la de cualquiera de sus familiares inclusive 
el cónyuge98, por lo que la intervención de éstos es subsidiaria para el caso de 
que el sujeto nada dispusiere en vida. En defecto de éstos, podrá disponer lo 
conducente la autoridad pública o sanitaria99.

3.3. Derechos relativos a la integridad moral

3.3.1. Libertad100

La libertad se traduce en el derecho a la autodeterminación, a actuar en fun-
ción de las propias convicciones. Es el derecho con mayores manifestaciones 
pues ciertamente su espectro no se limita al ámbito de la libertad corporal101 
sino que se extiende a otras como la libertad de expresión, de información, de 

 96	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 179-186; Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, pp. 
258-266; Kummerow, Gert: Aspectos Relativos a la propiedad del cadáver. En: Revista de la Facultad 
de Derecho, Nº 11, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1957, pp. 227-244; Lenis Garcia, Car-
men Elena: Disposición del Cadáver. Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, edit. Kelly, 1981. (Te-
sis de grado); Pranzataro, Umberto: Il Diritto di Sepolcro. Torino, Unione Tipografico-editrice, 1895.

 97	Véase: Código de Deontología Médica, art. 78.
 98	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 1922 del 27-07-06, “se evidencia que la ciudadana …, manifestó expresa-

mente la voluntad de entregar su cuerpo una vez sobrevenida la muerte, al Instituto Anatómico 
“José Izquierdo”, adscrito a la Facultad de Medicina de la Universidad Central de Venezuela, 
alegando para ello el pleno goce de sus facultades mentales y pidiendo “absoluto respecto a su 
voluntad”. Ahora bien, con fundamento en los alegatos expuestos por la parte actora, observa 
la Sala que la pretensión se encuentra dirigida a obtener la nulidad del documento suscrito por 
su cónyuge ante la Notaría antes mencionada, por cuanto, en su decir, carece de un elemento 
esencial para su validez, como lo es su consentimiento expreso. Al respecto, se evidencia de la 
copia certificada del acta de matrimonio consignada por la parte actora, marcada “A”, que los 
ciudadanos …., contrajeron matrimonio el 23 de abril de 1999, ante la Prefectura del Municipio 
Irribaren del Estado Lara; resultando evidente que para el momento en que la mencionada ciuda-
dana suscribió documento de donación ante la Notaría Pública del Municipio Cristóbal Rojas del 
Estado Miranda, esto es, el 26 de febrero de 2002, se encontraba casada con el referido ciudadano. 
Establecido lo anterior, la Sala observa que si bien es cierto que para la fecha de la suscripción 
del documento objeto de nulidad, existía entre los ciudadanos antes mencionados un vínculo 
conyugal, sin embargo, para la validez del referido instrumento no se requiere de manera expresa 
el consentimiento de su cónyuge, toda vez que en estos casos la sola manifestación de voluntad 
consciente y libre del donante es suficiente a los efectos de su eficacia, más aún cuando la referida 
manifestación de voluntad fue establecida mediante documento autenticado. Aunado a lo antes 
expuesto, de la revisión de las actas que conforman el presente expediente no se evidencia que 
la parte actora haya establecido y mucho menos probado el incumplimiento de los requisitos de 
validez de la manifestación de voluntad dada por la donante; simplemente se limitó a probar 
la relación conyugal existente y la omisión del estado civil “casada” de su cónyuge, lo que en 
todo caso carece de relevancia y por consiguiente no constituye causal de nulidad. Establecido 
lo anterior, concluye esta Sala que tratándose de derechos personalísimos sólo basta la voluntad 
del donante, tal y como en vida lo hizo la referida ciudadana, mediante documento autenticado 
ante Notaría Pública.”

 99	Véase: Antequera Parilli, ob. cit., p. 50; Marín Echeverría, ob. cit., p. 41.
100	Véase Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 186-195.
101	Véase: Constitución: Art. 44.
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pensamiento, de tránsito, de culto, etc.102. Sin embargo, en la esfera del Dere-
cho privado la mayor manifestación de libertad viene dado por el principio de 
la autonomía de la voluntad103. Pero debe tenerse presente que éste tiene por 
límite los derechos indisponibles. De allí que se afirme con razón que si bien 
se es libre de obligarnos no puede el sujeto por su propia voluntad perder su 
libertad. Ello se hace evidente ante la posibilidad de cláusulas ofensivas a la 
libertad (prohibición de matrimonio, prestación de servicios perpetuos, etc.) 
las cuales carecerían de validez dado el carácter de orden público de los dere-
chos personalísimos. Ello no debe confundirse con clausulas de no hacer que 
serían perfectamente válidas según la naturaleza del contrato o la prestación104.

3.3.2. Honor105

“El honor constituye el sentimiento de apreciación de nuestra propia dignidad 
o la forma en que los terceros captan la misma; en el primer caso coincide 
con la autoestima u honor subjetivo, en el segundo se corresponde con la re-
putación u honor objetivo. De allí que aun, las personas con mala reputación 
tienen derecho al honor porque subsiste el aspecto subjetivo del honor”106. 
Derecho que como todos los derechos de la personalidad es extensible a las 
personas públicas, por lo que mal puede vulnerarse el honor de éstas bajo 

102	Véase: Constitución: Arts. 50, 53, 54, 57, 58, 59, 61.
103	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, p. 189; De Freitas de Gouveia, ob. cit., p. 151; Domínguez 

Guillén, Curso…, p. 26.
104	Como algunas de exclusividad, ciertas obligaciones de no hacer (tomar sol, mantener cierta apa-

riencia física, etc.) en el caso del modelaje, etc.
105	Véase: Balaguer Callejon, María Luisa: El derecho Fundamental al honor. Madrid, edit. Tecnos, 

1992; Duran Martínez, Augusto: El Derecho al Honor también existe. En: Héctor Gros Espiell. Ami-
corum Liber. Bruylant Bruxelles, 1997, Vol. I, pp. 287-309; González Pérez, Jesús: La degradación 
del derecho al honor (honor y libertad de información). Madrid, edit. Civitas, 1993; Herrero-Tejedor, 
F.: Honor, intimidad y propia imagen. Madrid, edit. Colex, 2ª edic., 1994; Herrero Tejedor, Fernan-
do: La intimidad como derecho fundamental. Madrid, Colex, 1998; Ortiz-Ortiz, Rafael: La doctrina 
judicial sobre la vida privada, el honor y la reputación. En: Revista de la Fundación Procuraduría 
General de la República Nº 7. Caracas 1993, pp. 127-230; Ravetllat Ballesté, Isaac: El honor, la 
intimidad y la propia imagen. Especial referencia a los menores de edad, www.edebedigital.net/
formacion/recursos/articulos/art26.pdf; Ondei, ob. cit., pp. 363-403; Concepción Rodríguez, José Luis: 
Honor, intimidad e imagen. Barcelona, Bosch, 1996; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 152 y 153.

106	Domínguez Guillén, sobre…, p. 33; Romero Coloma, Aurelia María: Libertad de información frente 
a otros derechos en conflicto; honor, intimidad y presunción de inocencia. Madrid, Civistas Edi-
ciones S.L., 2000, p. 40: “existe una doctrina casi unánime que equipara el honor a la dignidad 
humana. Hay que entender entonces que toda persona posee su propio concepto de honor y que 
a nadie puede negársele este derecho, aunque, desde el punto de vista social, se trate de personas 
desacreditadas, como por ejemplo, ladrones, borrachos, prostitutas, drogadictos o delincuentes”; 
TSJ/SPA, Sent. 00123 de 1-2-11, “el término en estudio se identifica con el conjunto de valores de 
naturaleza moral que un individuo puede atribuirse a sí mismo. Por otro lado, la reputación se 
define como la “opinión que las gentes tienen de una persona”. En otras palabras, es la valoración 
que tiene un individuo en el ámbito social”.
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el alegato de la libertad de expresión107. Porque este último encuentra como 
límite otros derechos como el honor, la privacidad, la intimidad108.

Por definición es el derecho mayormente asociado a la noción de dignidad 
de la persona por lo que las ofensas a ésta se traducen en una violación al ho-
nor.109 Se afirma que lo que lastima al sujeto pasivo es ser objeto de desprecio 
aunque se trate de datos conocidos legítimamente: basta el agravio aunque no 
constituyan datos privados110. Algunos ven en ello una suerte de imprecisión 
o indeterminación111 que conlleva a una amplitud en la violación del presente 
derecho. Imprecisión y mutabilidad en el tiempo ha dado lugar a una reduc-
ción progresiva de la esfera que se considera digna de protección.112 Sin que 
ello en modo alguno sea óbice para insistir en su necesaria protección113. La 
doctrina española distingue el insulto ultrajante que aunque también ilícito 
por increíble no pone en entredicho la reputación del ofendido114.

107	Véase: Tribunal Superior en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del esta-
do Anzoátegui, actuando en sede Constitucional, Sent. 1-2-10, Exp. BP12-O-2009-000026, http://
anzoategui.tsj.gov.ve/decisiones/2010/febrero/1071-1-BP12-O-2009-000026-BP12-O-2009-000026.
html, “la presente acción de amparo, debe ser declarada CON LUGAR… se “ordena a la presunta 
agraviante se abstenga de mencionar en sus publicaciones, señalamientos infundados, rumores 
deshonrosos, insinuaciones ofensivas, denuestos o simples opiniones de tipo personal que aten-
ten contra los derechos fundamentales del presento agraviado, afectando su honestidad, honor y 
reputación”; TSJ/SConst, sent. 2182 del 16-11-07, “estima que la acción de amparo ejercida por el 
ciudadano … contra la empresa ..., resulta ajustada a derecho ya que a pesar de que dicha empresa 
no fue la autora de la opinión lesiva al derecho al honor y a la reputación del accionante, fue a 
través de ella … que se materializó la lesión constitucional al servir de mecanismo de difusión de 
la misma; TSJ/SPA, Sent. 01155 del 18-5-00.

108	Véase: Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y de Tránsito de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Anzoátegui, Sent. 21-12-05, http://anzoategui.tsj.gov.ve/decisiones/2005/
diciembre/1064-21-BP02-O-2005-000211-BH012005000851.html “…El juzgador reconoce que la 
agraviante…tiene derecho a la libertad de expresión y de información, pero éste no puede ejercerse 
de manera que viole el derecho al honor, vida privada, intimidad, propia imagen confidencialidad 
y reputación del agraviado”.

109	Véase: AMCS4CMT, Sent. 10-10-94, J.R.G., T. 132, p. 94, el corte de agua a una persona afecta su 
honor, además de atentar contra la dignidad humana, pues lo expone al desprecio de los demás 
residentes; AMCS9CMT, Sent. 22-5-96, J.R.G., T. 138, pp. 61 y 62: AMCS4CMT, Sent. 14-11-03, 
J.R.G., T. 205, pp. 9 y 10, el corte de agua afecta el derecho a la vida privada y a la salud.

110	Romero Coloma, Aurelia María: Honor, intimidad e imagen de las personas famosas. Madrid, 
Civitas, 2001, pp. 61-63, extensible a las personas famosas por lo que no vale justificarse por la 
libertad de información. 

111	Véase: Ruiz Miguel, Carlos: El Derecho a la protección a la vida privada en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Madrid, edit. Civitas, 1994, p. 54, la Convención Europea 
de Derechos Humanos omite intencionalmente la referencia al derecho al honor, en razón del 
“carácter vago y difícilmente discernible de la noción de <<honor>> y de <<reputación>>.

112	González Pérez, La degradación…, p. 30.
113	Véase: Duran Martínez, ob. cit., pp. 308 y 309, aunque el honor está desprovisto de suficiente 

protección jurídica, algunos están dispuestos a matar en defensa de su honor, porque ¡el derecho 
al honor también existe!.

114	Domínguez Guillén, Aproximación…, p. 119; Carrasco Perera, ob. cit., p. 86, en España tuvo lugar 
cuando se llamó a un presidente federativo “paniaguado, pelota, figurón”.
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Ha sido reconocido por la doctrina y la jurisprudencia la existencia del 
honor objetivo o reputación respecto de la persona incorporal o jurídica en 
sentido estricto.115 Tal ente no puede ver lesionado el aspecto subjetivo del 
honor puesto que no hay en ella tal sentimiento de la propia dignidad al care-
cer de capacidad de sufrimiento.116 Pero ello no es óbice para verse afectada, 
respondiendo a la idea de que tales entes son reales y no ficticios117.

Diversos instrumentos jurídicos se refieren expresamente al honor118 y en 
materia penal se sanciona la difamación y la injuria (CP, arts. 442 y 444). La 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela prevé en su artículo 
60: “Toda persona tiene derecho a la protección de su honor, vida privada, inti-
midad, propia imagen, confidencialidad y reputación119. La Ley limitará el uso 

115	Véase: Rodríguez Guitian, Alma María: El derecho al honor de las personas jurídicas. Madrid, edit. 
Montecorvo S.A., 1996; Albaladejo, ob. cit., Vol. II, p. 66; Arteaga Sánchez, Alberto: La persona 
jurídica como sujeto pasivo en los delitos contra el honor en la ley penal venezolana. En: Revista de 
la Fundación de la Procuraduría Nº 17, Caracas, 1997, p. 25; DFMIP12, Sent. 19-11-68, J.T.R., Vol. 
XVI, 1968, pp. 174-176; TSJ/SC, Sent. 14-3-01, J.R.G., T. 174, pp. 428-431 (las personas jurídicas no 
pueden invocar lesiones a su honor pero sí a su reputación); TSJ/SCP, Sent. Nº 240 del 29-2-00; 
TSJ/SConst, Sent. 1942 de 15-7-03, “no significa que las personas jurídicas, en otro ámbito como 
el mercantil, no puedan ser objeto de daños en la “reputación mercantil” como producto del hecho 
ilícito proveniente de la libertad de expresión”; TSJ/SPA, Sent. Nº 01419 del 6-6-06, “Ahora bien, 
la doctrina más autorizada ha distinguido dentro del concepto de honor, el aspecto subjetivo, 
relativo a la apreciación que tiene cada individuo sobre sí mismo; del aspecto objetivo, que atañe 
a la reputación o apreciación que tienen los demás de una persona, considerando, además, que 
la noción de honor es extensible a las personas jurídicas, sólo por lo que concierne al elemento 
objetivo. Así, podría una persona jurídica, al ver afectada su reputación, observar una merma en 
las ganancias reportadas en virtud de su actividad comercial, llegando a ser éste, un factor deter-
minante en su normal desenvolvimiento” (en el mismo sentido TSJ/SPA, Sent. 1836 de 16-12-09; 
TSJ/SPA, Sent. Nº 802 del 4-8-10, “De manera que no basta para que proceda una indemnización 
del correspondiente daño moral, la comprobación de que hubo una declaración de prensa desfavo-
rable, sino que además es indispensable, en el caso de las personas jurídicas, que se demuestre que 
la difusión de esa noticia realmente afectó su reputación, entendida no como una noción subjetiva, 
propia de las personas naturales, sino de tipo objetiva, relacionada con la forma como el público 
en general percibe a la sociedad mercantil. Lo anterior obedece a que en las personas jurídicas 
el daño moral, aun cuando involucra una pérdida de la reputación, ésta no se relaciona con una 
percepción interna, individual o personal del sujeto, sino que, como se señaló antes, se refiere a 
la apreciación que de su fama o prestigio tiene el público en general a partir de la ocurrencia del 
hecho lesivo”; TSJ/SPA, Sent. 01684 de 7-12-11; Domínguez Guillén, El daño moral…, pp. 23-64.

116	Rodríguez Guitian, ob. cit., p. 107. Véase igualmente: Arteaga Sánchez, La persona jurídica como 
sujeto…, p. 25. Véase sin embargo considerando que no es predicable respecto de las personas 
jurídicas públicas; Ysás Solanes, María: Derechos en la esfera moral. En: Tratado de Derecho de la 
persona física, Civitas /Thomsom Reuters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), 
España, 2013, T. II, p. 840.

117	Pérez Fuentes, Gisela María: Daño moral en las personas jurídicas: Una reflexión en el Derecho 
mexicano. Revista de Derecho Privado, Año IV, Nº 12, septiembre-diciembre 2005, p. 71, http://
www.juridicas.unam.mx/publica/librev/.

118	Véase: CC, art. 1196; La Convención Americana en su art. 11 indica que toda persona tiene derecho 
al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad: Nadie puede ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspon-
dencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.” Véase en el mismo sentido; art. 17 del 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos; art. 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

119	Véase: Contreras de Moy, Aura Maribel: “A propósito del artículo 60 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela”. En: Revista de Derecho de la Defensa Pública Nº 1. Cara-
cas, 2015, pp. 69-113, http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDEFPUB; Decreto 
con rango, valor y fuerza de ley sobre acceso e intercambio electrónico de datos, información y 
documentos entre los órganos y entes del Estado, G.O. 39.945 del 15-6-12, art. 43.
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de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar 
de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.”120

3.3.3. Privacidad121 
El derecho a la vida privada o privacidad supone “el derecho a no ser 
molestado”122 o el “derecho a que a uno lo dejen tranquilo”123. La privacidad 
supone el respeto por cierto sector de nuestra vida que aunque no sea secreto 
precisa de tranquilidad y sosiego. La persona merece no ser perturbada ni 
molestada en el disfrute de su existencia.

“La protección de la vida privada es un derecho fundamental reconocido por 
nuestro ordenamiento constitucional, en principio, sin ningún tipo de distingo, 
enmarcado en los denominados derechos de la personalidad”124. El derecho a 
ser protegido en la vida privada se encuentra consagrado en el art. 60 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela125, norma que distingue 
acertadamente entre vida privada e intimidad, pues las refiere separadamente. 
Pues efectivamente existe una diferencia entre uno y otro derecho a pesar que 
ambos protegen la misma esencia moral de la persona126; pero la privacidad 
no implica la idea de oculto a diferencia de la intimidad que supone la reserva; 
precisamente en ello radica su importancia, pues la privacidad se mantiene al 

120	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1503 del 11-10-11, tomando en cuenta la naturaleza de uno de los dere-
chos constitucionales alegados como infringidos, como lo es el derecho al honor y la reputación 
–considerado integrante de los denominados derechos de la personalidad. Vid. Sent. Nº 745/2001–, 
y con fundamento en el criterio expuesto en la jurisprudencia de este Supremo Tribunal (caso: 
Corporación L’Hotels, C.A.), esta Sala acuerda de oficio medida cautelar innominada consistente 
en la desincorporación del sitio web del Tribunal Supremo de Justicia el fallo Nº… que contiene 
los datos de identificación del accionante que presuntamente vulneran sus derechos contenidos 
en los artículos 304 y 60 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela…”; TSJ/
SConst., Sent. 568 de 8-5-12, declara parcialmente con lugar del amparo, suspensión de la medida 
pero ordenó la desincorporación de la web de algunos datos relativamente sensibles.

121	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., pp. 204-216; Ruiz Miguel, ob. cit.; Ortiz-Ortiz, La doc-
trina judicial…, pp. 127-230; Ortiz-Ortiz, Rafael: La vida privada, el honor y la reputación (Criterio 
Jurisprudencial para su definición y alcance). Premio anual de la Procuraduría de la República 
1992. Caracas, edit. Greco, 1.993; Andueza, José Guillermo: Libertad de pensamiento y la protección 
a la vida privada. En: XI Jornadas Domínguez Escovar. Barq. 3 al 6 de enero de 1986. Colegio de 
Abogados del Estado Lara, pp. 125-135; Arrieta, Raúl: Estudio del Proyecto de Ley sobre Protec-
ción Civil de la Vida privada. En: Revista del Consejo de la Judicatura Nº 32, enero-marzo 1984, 
Año 9, pp. 41-105; Rodríguez Corro, Gonzalo: A Propósito de la Protección de la vida privada. En: 
Revista del Consejo de la Judicatura Nº 32, enero-marzo 1984, Año 9, pp. 7-28; Faúndez Ledesma, 
Héctor: La nueva frontera de la libertad, los derechos al honor y a la vida privada. En: Revista de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 115, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
1999, pp. 43-102; Fernández De Zubiria, Jaime: Derecho de privacidad, derecho internacional y 
derechos humanos. Santa Fe de Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 1991.

122	Warren, Samuel y Louis Brandeis: El Derecho a la Intimidad. Madrid, edit. Civitas, 1995, p. 25.
123	Véase: Benda, ob. cit., p. 130; Duchacek, Ivo D.: Derechos y Libertades en el mundo actual. Madrid, 

Instituto de Estudios Políticos, 1976. Trad. Octavio Monserrat Zapata, p. 101. 
124	TSJ/SConst., Sent. Nº 745 de 15-7-10; TSJ/SConst., Sent. Nº 1335 de 4-8-11.
125	Véase igualmente: art. 11 de la Convención Americana o Pacto de San José; art. 17 del Pacto de 

Derechos Civiles y Políticos; art. 12 de la Declaración de Derechos Humanos. 
126	Véase estableciendo acertadamente una diferencia los autores citados en: Domínguez Guillén 

Aproximación…, pp. 205-209; Martí de Gidi, ob. cit., www.letrasjuridicas.com/Volumenes/8/luz8.
pdf en ocasiones es difícil distinguir los límites de lo privado y lo íntimo al punto que algunas 
legislaciones lo utilizan como términos equivalentes. 
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margen del lugar donde el sujeto se encuentre; lo contrario llevaría al absur-
do de pretender sostener que al salir de un lugar privado perdemos nuestro 
derecho a la privacidad; cuando lo cierto es que lo trascendente del derecho a 
no ser molestado es que subsiste en lugares públicos.

En efecto el presente derecho subsiste al margen del lugar pues la vida 
privada de los particulares no asimila a la vida íntima, y se desenvuelve 
en la playa, en la calle, en los restaurantes, en los parques. Respecto de las 
personalidades públicas o famosas subsiste obviamente el derecho aunque 
el tratamiento sea distinto, pero ello no quiere decir que se puede intervenir 
en su privacidad aunque la prensa produzca constantes invasiones. El Fiscal 
expresó en el célebre caso Rachel: por muy grande que sea un artista, por muy 
histórico que sea un hombre, ellos tienen una vida privada distinta de su vida 
pública que está separada de la escena y de la política. Un acto de la vida pri-
vada de un hombre público no debe ser publicado aunque se desarrolle en un 
lugar público pues es la actividad y no el lugar el que determina el ámbito de 
protección127. Derecho extensible a las personas célebres o públicas aunque 
sufran limitaciones en razón de su oficio128 pues los terceros no tienen un 
interés legítimo en conocer la vida privada de tales personas.129 La referencia 
a tales personas viene dada en la medida que la actividad interese al público 
en razón de su oficio.

La privacidad puede vulnerarse por mera intrusión o intromisión (cuando 
se persigue, invade o incomoda a alguien) o por difusión si se divulga la 
respectiva información130. Este derecho puede tener proyección en el ámbito 

127	Pierre Tapia, Oscar: Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Nº 4, Caracas, abril de 1984, 
pp. 5-13, en 1970, en París se decidió que una revista atentaba contra la vida privada del Presi-
dente Georges Pompidou porque publicó una foto de sus vacaciones sobre una lancha motor. De 
manera que la libertad de prensa no puede justificar el ataque a la tranquilidad de la persona. 
Véase también a propósito del caso de la princesa Carolina de Mónaco: Fayos Gardó, Antonio: Los 
derechos a la intimidad y a la propia imagen: un análisis de la jurisprudencia española, británica y 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Indret, Octubre 2007, p. 6, www.raco.cat/index.php/
InDret/article/viewFile/78439/102427 “el factor decisivo de ponderación entre la protección de la 
vida privada y la libertad de expresión debe recaer en que lo publicado contribuya a un debate de 
interés general, lo que no se da en el caso. El TEDH considera que el público no tiene un interés 
legítimo en conocer cómo se comporta la demandante en su vida privada, incluso si aparece en 
lugares que no siempre pueden ser descritos como recluidos, a pesar de que es una persona muy 
conocida por el público”; ibid., pp. 9 y 10 (el derecho se extiende a las personas públicas). 

128	De Cupis, Adriano: Teoría y Práctica del Derecho Civil. Barcelona, Librería Bosch, 1960, p. 108.
129	Véase: Warren y Brandeis, ob. cit., p. 26. Véase: ibid., p. 65, todos los hombres por igual tienen 

derecho a mantener ciertas cosas a salvo de la curiosidad popular, tanto si están en la vida pública 
como si no.

130	Véase: Figueroa Yáñez, ob. cit., p. 34; Domínguez Guillén, Aproximación..., p. 211.
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de las comunicaciones131 y puede resultar sustancialmente afectado por los 
avances tecnológicos132.

Acota la doctrina, como es natural, que “el consentimiento para la intro-
misión es una forma de ejercicio de estos derechos” 133. En la práctica aunque 
no se consienta en su violación, la falta de ejercicio de la respectiva acción 
indemnizatoria, se traduce en el mismo efecto.

3.3.4. Intimidad134

A diferencia de la privacidad, la intimidad135, por su parte, se asocia a la idea de 

131	Véase: Arteaga Sánchez, Alberto: La intercepción, interrupción, impedimento o revelación de 
comunicaciones privadas ajenas. Estudio doctrinario sobre el artículo 2 de la Ley sobre Protección 
a la Privacidad de las Comunicaciones (Gaceta Oficial Nº 34.863 del 16-12-91). En: Revista de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 97. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
1995, pp. 49-60; Arteaga Sánchez, Alberto: Delitos de Espionaje Telefónico Grabaciones Ilegales 
y otros. Ley sobre protección a la privacidad de las comunicaciones (Gaceta Oficial Nº 34863 
del 16-12-91), con comentarios. Valencia-Caracas, Vadell Hermanos Editores, 1992; Ortiz-Ortiz, 
Rafael: La Privacidad de las Comunicaciones y su Protección Legal. En: Revista de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas, Nº 87, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1993, pp. 
11-54; Tamayo Rodríguez, José Luis: Intervenciones telefónicas y grabaciones ilícitas. Análisis y 
comentarios acerca de la Ley sobre Protección a la privacidad de las comunicaciones, adaptados 
al nuevo Código Orgánico Procesal Penal. Caracas, Escritorio Jurídico Tamayo Tamayo, 1999; Es-
covar Novellino, Gioconda: El derecho al secreto e inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 
En: Temas sobre derechos constitucionales. Caracas, Tinoco, Travieso, Planchart, Núñez e Iris, 
2003, pp. 33-56; Novoa Monreal, Eduardo: Derecho a la vida privada y libertad de información. 
Un conflicto de derechos. Colombia, siglo 21 editores, 1979; TSJ/SConst, Sent. Nº 184 de 16-2-06, 
“no quiere significar que la dimensión analizada carezca de cobertura constitucional en lo que 
atañe a los entes morales. Ciertamente, estos gozan también del derecho a la privacidad de las 
comunicaciones, pero ella no tiene su inmediato sustento en los señalados caracteres, sino en 
la protección que nuestro orden normativo fundamental brinda al libre ejercicio de la actividad 
económica”.

132	Véase: Kummerow, Gert: Tendencias actuales sobre regulación de la informática y respeto de la 
vida privada. En: Estudios Sobre la Constitución. Libro homenaje a Rafael Caldera. Caracas, Uni-
versidad Central de Venezuela, 1.979, Vol. II, pp. 775-789; Batlle Sales, Georgina: Incidencias 
de la Técnica en el Derecho a la Intimidad Privada. En: Estudios de Derecho Civil en Honor del 
Profesor Batlle Vázquez. Madrid, Editorial de Derecho Reunidas, 1978, pp. 135-145; Rodríguez 
Ruiz, Blanca: El Secreto de las Comunicaciones, Tecnología e intimidad. Madrid, McGrawHill, 1998.

133	Ravetllat Ballesté, ob. cit., p. 5.
134	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., pp. 216-225; Ferreira Rubio, Delia M.: El derecho a 

la intimidad (Análisis del art. 1.071 Bis CC). Buenos Aires, edit. Universidad, 1982; Ortiz-Ortiz, 
Rafael: Configuración del derecho a la intimidad como derecho civil fundamental. En: Revista de 
Derecho Nº 5. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp. 87-149; Rebollo Delgado, Lucre-
cio: El derecho fundamental a la intimidad. Madrid, Dykinson, 2000. Véase también: Angarita 
Baron, Ciro: Colombia: Derecho a la Intimidad y Banco de Datos Personales (Notas para una 
propuesta). En: Tendencias modernas del Derecho Civil. Bogotá, edit. Temis, 1989, pp. 145-183; 
Batlle Sales, ob. cit., , pp. 135-145; Juzgado Superior Décimo en lo Civil, Mercantil, Tránsito 
y Bancario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 20-5-13, 
Exp. AP71-R-2012-000725/6.428, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2013/mayo/2147-20-AP71-
R-2012-000725-6.428-13.html.

135	Véase incluyendo a la intimidad dentro de la privacidad: Ortiz-Ortiz, Rafael: Configuración del 
derecho a la intimidad como derecho civil fundamental. En: Revista de Derecho Nº 5. Caracas, Tri-
bunal Supremo de Justicia, 2002, p. 112, que indica que “la intimidad es per se de la vida privada 
pero no a la inversa”; TSJ/SConst., Sent. Nº 701 de 18-4-05, “El derecho a la intimidad personal y 
familiar forma parte de los bienes de la personalidad que pertenecen al ámbito de la vida privada, 
que implica la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de 
los demás, por lo que salvaguarda un espacio que queda sustraído a intromisiones extrañas, el 
cual, según nuestros referentes culturales, resulta imprescindible para garantizar una adecuada 
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“oculto” o “secreto”136; se refiere a un conjunto de sentimientos, acciones u omi- 
siones que la persona mantiene reservado y oculto de los demás137. La intimi-
dad es decidida por cada sujeto en función de su sensibilidad aunque exista 
información generalmente considerada como tal138. La filiación por ejemplo no 
conforma un dato íntimo sino determinante del estado civil139 no obstante la 
previsión de la LORC respecto de los menores de edad (art. 60). Generalmente, 
los actos íntimos que tienen lugar en un lugar público pierden el carácter de 
íntimos salvo que por la propia naturaleza de las circunstancias se derive lo 
contrario140. Así mismo, vale indicar que la este derecho se puede violentar por 

calidad de vida”; Sánchez Carazo, Carmen: La intimidad un derecho fundamental de todos. http://
www.ctf-coop.org/recursos/derecho_intimidad.pdf “La intimidad, lo íntimo, sería la parte de la 
vida privada…”.

136	Véase: Rodríguez, Gladys Stella: Los datos personales en la era digital: perspectiva constitucional. 
Fronésis 10 (1), pp. 1-22, http://www.revistas.luz.edu.ve/index.php/frone/article/view/56/38 ; 
Romero Coloma, Honor..., p. 17; Herrero Tejedor, La intimidad como derecho fundamental…, p. 26, 
la intimidad se sitúa en el núcleo de lo oculto de cada persona. 

137	Véase: Romero Coloma, Honor..., p. 21, es el derecho en virtud del cual excluimos a las personas del 
conocimiento de nuestros pensamientos, sentimientos, sensaciones y emociones. Es el derecho a 
vivir en soledad aquella parte de nuestra vida que no deseamos compartir; Cifuentes, Derechos…, 
p. 543, hay ciertos aspectos que el hombre desea ocultar toda vez que en la soledad el hombre se 
agranda y alimenta el vuelo de su espíritu, pero también en ella se achica y palpa la sima de la 
propia miseria. Pobre del ser que en alguna medida no la busca ni la goza.

138	Pues el propio sujeto quien por mantener una información en secreto la convierte en íntima. 
Aunque generalmente hay cierta información tradicionalmente se considera íntima como las 
relaciones sexuales, enfermedades o salud, situación económica, etc. Véase: Domínguez Guillén, 
Aproximación.., pp. 217 y 218; Ferreira Rubio, ob. cit., pp. 106 y 107; Concepción Rodríguez, ob. 
cit., p. 49, La sexualidad pertenece al ámbito de la intimidad e incluso a uno de sus reductos más 
sagrados (cita sentencia española de la STC 89/1987 de 3 de junio); Barraca Mairal, ob. cit., p. 
214, “el sujeto puede abrir o no al otro su mismo interior”; Sánchez Carazo, Carmen: La intimidad 
un derecho fundamental de todos. http://www.ctf-coop.org/recursos/derecho_intimidad.pdf. La 
intimidad es la parte “que cada ser humano –ya sea por motivos sociales, educacionales, o de la 
propia naturaleza humana– quiere guardar para sí de una forma muy especial y que sólo la dará 
a conocer, si decide hacerlo, a un círculo reducido de personas en las que se tiene fe compartida, 
o confianza y que, por ello, se hace en ambiente de confidencialidad”; TSJ/SCS, Sent. Nº 0829 del 
7-7-14, (a propósito de la confidencialidad de la historia clínica); TSJ/SConst., Sent. Nº 745 del 15-
7-10, “...desde una perspectiva inicial no cabe lugar a dudas que respecto de un particular los datos 
referentes a sus ingresos y remuneraciones forman parte de su intimidad… el carácter reservado 
de la declaración de impuesto sobre la renta, o de la declaración de bienes que los funcionarios 
públicos realizan ante la Contraloría General de la República demuestra que tal información no 
es un dato de difusión pública, pues se trata de información que se contrae a la esfera privada o 
intimidad económica de los funcionarios”; TSJ/SConst., Sent. Nº 701 de 18-4-05. “Sin embargo, 
la intimidad personal puede llegar a ceder ante exigencias públicas, pues no es éste un derecho 
de carácter absoluto. Así pues, para apreciar si una norma legal infringe o no la intimidad de la 
persona, debe considerarse la relevancia del interés público en el contexto de una situación jurídica 
concreta”; Saraza Jimena, Rafael: Libertad de expresión frente a honor, intimidad y propia imagen. 
Pamplona, Aranzadi, 1995, pp. 146 y 147, alude a la relatividad de la intimidad económica frente 
al fisco. Véase considerando que la declaración jurada afecta la intimidad: Brewer-Carías, Allan: 
Consideraciones sobre el derecho a la vida privada y la intimidad económica y a su protección. 
En: La Corte y el Sistema interamericano de Derechos Humanos, San José, 1994, pp. 53-66, (en 
especial pp. 59 y ss); Ayala Corao, Carlos: La legitimación del derecho a la autodeterminación en 
Venezuela. En: Ius et Praxis Año 3, Nº 1, Chile, Universidad de Talca, 1997, pp. 157-160, http://
redalyc.uaemex.mx/pdf/197/19730113.pdf (cita a favor sentencia de la CSJ del 8-10-94 y que el 
6-7-95, el Congreso eliminó la declaración acogiendo posición de la sentencia). 

139	Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 701 de 18-4-05. 
140	Como realizar necesidades fisiológicas en un bosque. 
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captación o por difusión, y puede ser vulnerado inclusive por simple culpa.141 
Mediante la captación se conoce algo íntimo del individuo sin que medie 
voluntad de éste, por lo que aunque no se divulgue existe afectación del dere-
cho en comentarios; ciertamente la violación se agravaría con la divulgación.

Para que se afecte el derecho a la intimidad los hechos deben ser verdade-
ros142 y desconocidos, si la comunidad conociera dichos aspectos no existiría 
atentado contra la intimidad.143 El carácter secreto o reservado de los datos es 
fundamental para reclamar la violación del presente derecho, toda vez que si 
el afectado ha difundido o hecho público144 los mismos, pierden obviamente 
el carácter de íntimos. Así mismo el hecho o dato que se afirma precisa ser 
“verdadero” pues de lo contrario el derecho afectado sería la “identidad” por 
afectar la verdad biográfica145.

El presente derecho también resulta particularmente afectado por las 
innovaciones de la ciencia, tal sería el caso del genoma humano o código 
genético particular146 pues acertadamente se alude al derecho a la intimidad 
o privacidad “genética” 147. Así mismo mal se puede vulnerar el presente dere-
cho pretendiéndose amparar en la relación laboral148, por ejemplo mediante 
la intervención de correo electrónico149, o en general a través de sistemas de 

141	Domínguez Guillén, Sobre…, p. 34; Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, Sent. 
s/f, Exp. AP42-0-2009-000034, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2009/mayo/1477-28-AP42-
O-2009-000034-2009-368.html (véase decisión de amparo del a quo en: http://merida.tsj.gov.
ve/decisiones/2009/febrero/2107-19-006258-.html); Juzgado Superior Quinto de lo Contencio-
so Administrativo de la Región Capital , Sent. 29-4-11, Exp. Nº 08-2320, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/abril/2110-29-08-2320-.html (confirmada en: Corte Segunda de lo Contencioso 
administrativo, Sent. 6-10-11, Exp. AP42-R-2011-000729, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
octubre/1478-6-AP42-R-2011-000729-2011-1407.html).

142	Cuando se demanda la violación del derecho a la intimidad se admite que el hecho es cierto; vale 
recordar que si el hecho es falso lo pertinente será alegar la violación del derecho a la identidad 
por alteración de la verdad biográfica a la nos referimos supra. 

143	Ferreira Rubio, ob. cit., p. 104.
144	Sin que se pierda dicho derecho por dar a conocer el hecho a determinadas personas que el sujeto 

considere de su confianza; Romero Coloma, Honor..., p. 22.
145	Véase supra XIIX.3.1.
146	Véase: Mazzagatti, Mariela F.: Nuevo derecho a la intimidad genética. http://www.estudioton.

com.ar/di.doc.; Malém, Jorge: Privacidad y mapa genético. En: Bioética y Derecho. Fundamentos 
y problemas. Rodolfo Vázquez (compilador). México, Instituto Tecnológico Autónomo de México, 
Fondo de Cultura Económica, 1999, p. 198; Zarraluqui, ob. cit., p. 293; Nezer de Landaeta, ob. cit., 
p. 192; Gafo, ob. cit., pp. 230-232; Campuzano Tome, Herminia: Vida privada y datos personales. 
Madrid, edit. Tecnos, 2000, p. 61; Moisset de Espanes, Luis y María del Pilar Hiruela de Fernández: 
Artistas Jurídicas del genoma humano. En: El Derecho Público a comienzos del siglo XXI Estudios 
en homenaje a l profesor Allan R. Brewer Carías, Madrid, Civitas/Instituto de Derecho Público-
Universidad Central de Venezuela, 2003, Tomo III, pp. 2549-2568.

147	Véase: Ribeiro Sousa, El proyecto…, p. 249.
148	Véase: Valdés Dal-Ré, Fernando: La vinculidad jurídica de los derechos fundamentales de la per-

sona del trabajador; una aproximación de Derecho comparado. En: Revista de Derecho Privado y 
Constitución Nº 17, enero-diciembre 2003, p. 514, los empleados tienen una razonable expectativa 
de privacidad en el lugar de trabajo que el empleador está obligado a respetar. 

149	Véase sobre el tema: Yanez Díaz, Mariela: El correo electrónico en el puesto de trabajo en Vene-
zuela y España: ¿Libertad de empresa vs intimidad?. En: Anuario Nº 29, 2006, pp. 323-361, http://
servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/revista/idc29/art11.pdf; Pro Risquez, Juan Carlos: El derecho a la 
intimidad del trabajador y el poder de fiscalización del patrono en la relación laboral venezolana. 
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captación en recintos privados en los que no cabría alegar el dominio y dis-
posición del inmueble.

Respecto de la persona incorporal se ha considerado una suerte de proyec-
ción del presente derecho en la medida que lo permita su propia naturaleza, 
llegándose inclusive a aludir a “intimidad asociativa”150.

La privacidad, así como la intimidad tiene ciertas derivaciones como la 
confidencialidad, el secreto profesional151 y la inviolabilidad de la correspon-
dencia y de las comunicaciones. Mal se puede vulnerar la privacidad o la 
intimidad de la persona por informaciones conocidas en razón del oficio152. 
La Constitución de 1999 en su artículo 60 acertadamente distingue entre 
privacidad e “intimidad”.

3.3.5. Autodeterminación informativa153

Se trata de un derecho que si bien se desprende de la privacidad y la intimi-
dad, con el tiempo adquiere autonomía en razón de los avances que suponen 
la recolección o archivo de datos personales. En virtud del mismo se admite 
que cada persona tiene derecho de dar sobre sí mismo los datos sensibles o 
no sensibles154 que considere, así como acceder al correspondiente registro de 

Trabajo presentado para ascender a la categoría de prof. Agregado, Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas, Universidad Central de Venezuela, octubre 2011. 

150	Véase: Ruiz Miguel, ob. cit., p. 77; Estadella Yuste, Olga: La protección de la intimidad frente a 
la transmisión internacional de datos personales. Madrid, edit. Tecnos, 1995, pp. 37 y 38, cita dos 
decisiones del Tribunal Constitucional español del 14-3-83 y 17-4-85 que se pronuncian en este 
sentido.

151	Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: El Secreto profesional y el deber de testimoniar. 
En: Estudios de Derecho Procesal Civil Libro Homenaje a Humberto Cuenca. Colección Libros 
Homenaje Nº 6. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp. 243-291.

152	Véase a propósito del caso Cambell: Fayos Gardó, ob. cit., pp. 4 y 5, www.raco.cat/index.php/
InDret/article/viewFile/78439/102427 “Los detalles sobre la terapia que la recurrente recibía de 
Narcóticos anónimos fueron análogos a los detalles sobre la condición médica o su tratamiento, 
y constituyen información privada que supone un deber de reserva”. Ello al margen de la libertad 
de expresión. Criterio confirmado en el Reino Unido por el caso Douglas (la boda entre Michael 
Douglas y Catherine Zeta-Jones); Vidal Martínez, ob. cit., En España la Ley General de Sanidad 
establece el derecho de los pacientes a ser advertidos si los procedimientos de diagnóstico y 
terapéuticos que se les apliquen pueden ser utilizados en función de un proyecto docente o de 
investigación.

153	Véase: Domínguez Gullén, Aproximación…, pp.225-232; De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 154-156; 
Lucas Murillo, Pablo: El derecho a la autodeterminación informativa. Madrid, edit. Tecnos S.A., 
1990; González Murúa, Ana Rosa: El Derecho a la intimidad, el Derecho a la autodeterminación 
informativa y la LO 5/1.992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de datos 
personales. Barcelona, Institut de Ciéncias Polítiques i Socials, WP Nº 96, 1994; Pellegrino Pacera, 
Cosimina: El derecho a la intimidad en la nueva era informática, el derecho a la autodeterminación 
informativa y el hábeas data a la luz de la Constitución venezolana de 1999. En: Estudios de De-
recho Público. Libro Homenaje a Humberto J. La Roche. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Fernando Parra Aranguren Editor. Colección Libros Homenaje Nº 3, 2001, Vol. II, pp. 143-211; 
Suárez Crothers, Christian: Protección de los datos de carácter personal en el ordenamiento jurí-
dico chileno. En: Estudios de Derecho Público. Libro Homenaje a Humberto J. La Roche. Caracas, 
Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren Editor, Colección Libros Homenaje 
Nº 3, 2001, Vol. II, pp. 459-487; Rodríguez, Gladys, ob. cit., pp. 1-22; Ayala Corao, ob. cit., http://
redalyc.uaemex.mx/pdf/197/19730113.pdf (alude al derecho a la autodeterminación informática). 

154	González Murúa, ob. cit., pp. 16 y 17, no debe restringirse a los datos íntimos sino a cualquier 
dato personal; Ghersi, ob. cit., p. 208, alude datos personales sensibles y no sensibles, los primeros 
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datos a fin de constatar, rectificar o actualizar los mismos. La rectificación 
procede por sí misma si el dato no se corresponde con la realidad del sujeto, 
amén que el asunto podría presentar trascendencia práctica155. Se afecta el 
derecho en comentarios cuando se obtienen perfiles obtenidos o recopilados 
sin el previo consentimiento del cliente o bien con su consentimiento pero 
para fines distintos.156 “La concepción del derecho a la protección de datos de 
carácter personal, trasciende entonces el resguardo del ámbito íntimo de la 
vida privada, y alcanza la posibilidad de controlar esa información, a los fines 
de asegurar a las personas frente al riesgo que supone el acopio y transmisión 
de sus datos”157. Se aprecia decisión a propósito del derecho que nos ocupa con 
relación a la corrección de una historia clínica158.

El presente derecho fue expresamente consagrado en el artículo 28 de la Cons-
titución de 1999, así como su correspondiente mecanismo de protección, saber, 
el habeas data159. La corrección podría tener carácter sumario (LOTSJ, art. 175).

3.3.6. Imagen160

relacionados con la intimidad del sujeto (ideas religiosas, conductas sexuales y enfermedades) y 
las segundas se refieren a otras circunstancias de la vida (profesión, estudios y viajes...). 

155	González Murúa, ob. cit., pp. 16 y 17, un dato erróneo puede afectar otros derechos (trabajo, 
educación, etc.).

156	Campuzano Tomé, ob. cit., pp. 59 y 60.
157	TSJ/SConst., Sent. Nº 1318 de 4-8-11.
158	TSJ/SConst., Sent. Nº 1335 de 4-8-11. 
159	Véase: Bazán, Víctor: El habeas data y el derecho de autodeterminación informativa en perspectiva 

de Derecho Comparado. En: Anuario del Instituto de Derecho Comparado de la Universidad de 
Carabobo Nº 29, 2006, pp. 117-149; Medina, Ramón y Gustavo Marín García: Sobre la protección 
de información de datos y el habeas data en Venezuela: hacia su desarrollo en Venezuela. En 
Revista de Derecho Administrativo Nº 14, 2002, pp. 157-190; Ortiz-Ortiz, Rafael: Hábeas data, 
derecho fundamental y garantía de protección de los derechos de la personalidad. Caracas, edit. 
Frónesis, 2001; Ávila Hernández, Flor María y Miriam Álvarez de Bozo: Lineamientos generales 
para una legislación venezolana sobre la libertad informática y el hábeas data. En: Estudios de 
Derecho Público. Libro Homenaje a Humberto J. La Roche. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Fernando Parra Aranguren Editor, Colección Libros Homenaje Nº 3, 2001, Vol. I, pp. 109-151: 
Pellegrino Pacera, El derecho…, pp. 181-210; Mosset Iturraspe, Jorge: El hábeas data en el derecho 
privado. En: La persona humana. Buenos Aires, La Ley, 2.001, pp. 307-315; Padilla, Miguel M: 
Banco de datos y acción de hábeas data. Argentina, Abeledo-Perrot, 2001; Ekmekdjian, Miguel Ángel 
y Calogero Pizzolo (h): Hábeas Data. El derecho a la intimidad frente a la revolución informática. 
Buenos Aires, edit. Depalma, 1998, pp. 1-4 y 101 y ss.; Salazar Cano, Edgar: El hábeas data en 
el Derecho Comparado. Anuario Nº 29, 2006, pp. 117-149, http://servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/
revista/idc29/art5.pdf; LOTSJ, arts. arts. 167 y ss.

160	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 232-247; Hung Vaillant, Francisco: La protección 
de la propia imagen en el sistema jurídico venezolano. Caracas-Valencia-Venezuela, Vadell Her-
manos Editores, 2004; Leal Wilhelm, Salvador: El derecho a la propia imagen en la aldea global. 
En: Revista de Derecho Nº 16. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2005, pp. 327-348; Leon 
De Visani, Eunice: Derecho a la Imagen. En: Ciencias del delito. Estudios varios en Homenaje a 
Tulio Chiossone. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1980, pp. 449-461; Alegre Martínez, 
Miguel Angel: El derecho a la propia imagen. Madrid, edit. Tecnos S.A., 1997; Ruiz y Tomas, Pe-
dro: Ensayo sobre el Derecho a la propia imagen. Madrid, edit. Reus SA, 1931; Ravanas, Jacques: 
La protection des personnes contre la realisation et la publication de leur image. Paris, Librairie 
Genérale de Droit et de Jurisprudence, Bibliothéque de Droit Privé, 1978, Tome CLIII; Vercellone, 
Paolo: Il Diritto sul proprio ritrato. Torino, Unione Tipografica editrice Torinence, 1959; Villalba 
Díaz, Federico Andrés: Algunos aspectos acerca del derecho patrimonial y extrapatrimonial sobre 
la propia imagen. http://www.revistapersona.com.ar/Persona10/10Villalba.htm; Fayos Gardó, 



274 María Candelaria Domínguez Guillén

La imagen es la representación gráfica del ser humano por cualquier medio 
mecánico; es la proyección o reproducción de su aspecto físico o parte de éste. 
Se trata de un derecho inherente al ser humano –que no debe confundirse con 
logotipos asociados a la persona incorporal– pues visualmente nada lo indivi-
dualiza más que su apariencia plasmada en diversos medios. Para algunos, si 
bien estamos ante derechos de la persona, el asunto podría plantearse respecto 
al concebido en razón de las modernas técnicas como ecografías y similares.161

Se admite que su violación se extiende al retrato e inclusive a la caricatura 
porque ésta hace identificable a la persona de que se trata, amén que pudiera 
vulnerar otros derechos como el honor162.

La violación del derecho a la imagen tiene lugar cuando se le utiliza sin 
la correspondiente autorización del sujeto, aunque sea con fines altruistas, 
pues no se trata de un asunto de provecho económico sino de la carencia de 
la respectiva autorización. Se discute si la autorización debe ser expresa163 
o podría ser tácita164 a lo que cabría contestar que aunque no sea escrito el 
consentimiento tácito precisa de algo más que del no ejercicio de la respec-
tiva acción. Se admite inclusive la posibilidad de revocar la autorización, 
con efecto a futuro165, sin perjuicio de las respectivas consecuencias a nivel 
contractual. La violación de la imagen no acontece por la simple captación de 
la misma en un lugar público –pues ello daría lugar a situaciones absurdas 
y extremas166– sino de la utilización de la misma sin la debida autorización. 
La sola utilización de la imagen sin la debida autorización es suficiente a los 
fines de la violación del derecho y la procedencia del daño167.

ob. cit., pp. 13-17; Blasco Gascó, Francisco: Algunas cuestiones del derecho a la propia imagen. 
En: http:// www.derechocivil.net/.../ALGUNAS%20CUESTIONES%20DEL%20DE... ; De Freitas de 
Gouveia, ob. cit., pp. 156 y 157.

161	Alegre Martínez, ob. cit., p. 105; Ysás Solanes, ob. cit., p. 843, supone que la representación del 
aspecto físico sea identificable. 

162	Véase: Villalba Díaz, Federico Andrés: Algunos aspectos acerca del derecho patrimonial y extra-
patrimonial sobre la propia imagen. http://www.revistapersona.com.ar/Persona10/10Villalba.htm 
“La caricatura es asimilada a un retrato y tutelable en el ámbito del derecho a la imagen”.

163	Véase: De Castro, ob. cit., p. 168, el consentimiento deber ser expreso.
164	En este sentido sobre la posibilidad de que sea tácita: Cifuentes, Derechos…, pp. 525-529.
165	Véase: Romero Coloma, Honor..., pp. 54-56, cita sentencia del Tribunal Supremo español del 16 de 

junio de 1990. Algunos autores aluden a la imposibilidad de la revocación en aras de la preserva-
ción de la estabilidad de los contratos pero debe admitirse la misma a futuro. Crevillén Sánchez 
plantea que el consentimiento para una publicación no puede entenderse extendido a posteriores 
publicaciones.

166	Por ejemplo sería prácticamente imposible tomar una foto en un lugar público sin que no apa-
rezcan terceros en la misma. Pretender que los demás desalojen el sitio para tomar la foto y no 
afectar su imagen sería absurdo. Véase incluyendo captación: Ysás Solanes, ob. cit., p. 843.

167	TSJ/SCC, Sent. Nº 0000 del 4-2-14, “si está demostrado, como lo afirmó la recurrida, que el de-
mandado utilizó la imagen de la demandante sin su autorización, la responsabilidad por el daño 
moral causado, por lógica debe recaer en contra del agente causante del hecho ilícito, que no fue 
otro más que el demandado, quien utilizó la imagen de la demandante sin su autorización…y 
en aplicación a la reiterada doctrina de esta Sala en materia de daño moral, al estar demostrado 
el hecho generador del daño moral, lo que procedía era su estimación, conforme al prudente 
arbitrio del juez”.
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Para algunos supone un doble contenido: negativo cuando no se faculta 
a terceros a utilizar la imagen y positivo cuando hacemos uso de ella168. La 
reproducción de la imagen tomada en un lugar público es legítima si aquella 
no tiende a identificar directamente al sujeto sino que éste no forma parte 
principal o sustancialmente identificable de la escena, pues de lo contrario 
para exhibir un paisaje o un lugar público habría que desalojar el mismo en 
una pretendida y exagerada protección del derecho a la imagen. Cifuentes, por 
su parte, no justifica la publicación de cualquier escena en un lugar público 
sino que exige un notable interés.169 Sin embargo, insistimos que se precisará 
distinguir la explotación individual de la imagen de una simple aparición 
accesoria de la misma en un sitio público.

Cuando se trate de menores de edad, cabe considerar si el consentimien-
to puede ser dado por el adolescente “si sus condiciones de madurez lo 
permiten”170; esto pues recordemos que estamos en presencia de derechos 
personalísimos en que no aplica la representación paterna, consideración que 
puede ser importante en el ámbito laboral en que la LOPNNA (arts. 65 y 100) 
concede al adolescente de 14 años capacidad laboral plena.

La autorización en la captación no envuelve la de su difusión171. Se aclara 
que inclusive el envío de la imagen a determinada persona no implica o auto-
riza a utilizar la misma. Las situaciones novedosas de la informática pueden 
generar duda respecto de quienes difunden sus fotos en lugares públicos, pero 
inclusive en tales casos cabría sostener que ello no autoriza la utilización de 
nuestra imagen172.

168	Véase: Villalba Díaz, Federico Andrés: Algunos aspectos acerca del derecho patrimonial y ex-
trapatrimoial sobre la propia imagen. http://www.revistapersona.com.ar/Persona10/10Villalba.
htm un doble contenido: en su aspecto negativo o de exclusión, comporta la facultad de prohibir 
a terceros la divulgación de la propia imagen y en su aspecto positivo, significa la facultad de 
reproducir, publicitar o comercializar la imagen, según criterios y utilidad propia.

169	Cifuentes, Derechos…, p. 535.
170	Ravetllat Ballesté, ob. cit., pp. 5 y 6, “Un claro ejemplo de lo anterior lo encontramos en la Sen-

tencia de la Sala Civil del Tribunal Supremo de 18 de octubre de 2004 en que se condenó a una 
revista de ámbito nacional a pagar a los progenitores de una menor ingresada en un hospital 
público de Madrid una indemnización de 12.020, 24 euros (dos millones de las antiguas pesetas) 
por divulgar fotos de su hija sin su autorización”… “Otro ejemplo lo encontramos en la Sentencia 
de la Sala Civil del Tribunal Supremo de 7 de julio de 2004 en la que se desestima el recurso 
de casación presentado por Editorial del Pueblo Vasco, S.A. frente a la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia de Bilbao en que condenaba a dicho ente editorial a pagar una in-
demnización de 6000 euros (1.000.000 de las actuales pesetas) a dos jóvenes por la publicación de 
una fotografía de tamaño considerable con la imagen clara de los demandantes –los dos jóvenes 
aludidos– sin el consentimiento de estos y bajo la fotografía constaba la leyenda: “jóvenes durante 
una fiesta estudiantil”.

171	Véase: Alegre Martínez, ob. cit., p. 115, cita sentencia del Tribunal Supremo Español del 3 de 
noviembre de 1988, que diferencia entre el consentimiento para posar y el consentimiento para 
la exhibición fotográfica, ya que se puede estar conforme con ser fotografiado pero no con que 
la fotografía sea publicada, para lo cual es exigible un consentimiento expreso y específico.

172	Véase acertada opinión del autor: De Verda y Beamonte, José Ramón: Uso de imagen tomada de 
perfil de facebook para ilustrar una noticia de interés público. Nuevo comentario de la sts (pleno) 
núm. 91/2017, de 15 de febrero. En: Revista de Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 6, IDIBE, 
febrero 2017, pp. 302-312 , http://idibe.org/numeros-de-revista/ , en especial p. 308 y 309. 
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En cuanto a las figuras públicas, así como acontece respecto a la privacidad, 
la utilización de la imagen encuentra sentido cuando esté asociada a la función 
que ejerce interés para el público en razón de su oficio173, más no cabe pre-
tender la explotación de la imagen por sí misma. Pero en todo caso, respecto 
de tales personalidades no rige una suerte de renuncia a la imagen por vía 
contractual en razón de su oficio174. Algunos admiten la difusión de la imagen 
en virtud del interés público175 lo cual dependerá del caso concreto. Se aclara 
que la autorización en la difusión de la imagen no autoriza manipulación de la 
misma176, de hecho se admite que la misma pueda ser desvirtuada o utilizada 
en perjuicio de la identidad si a través de ella se afecta la verdad biográfica 
de la persona.177 La doctrina ha reconocido igualmente otras modalidades 
de afectación de la esfera personal mediante la utilización de la imagen por 
formas diversas a la mera disposición de la misma.178 Se podría lograr una 
alteración de la personalidad por esta vía pues las fotografías gracias a las 
innovaciones tecnológicas pueden mentir.179 La falsificación material de la 
imagen implicaría un procedimiento para modificar la misma.180 En tal caso 

173	Véase: Román García, pp. 330 y 331, reseña interesante caso en España de Isabel Pantoja referido 
a la no autorización para divulgar la imagen de la muerte de Paquirri, contra la editorial “Prografic 
SA” que realizó una cinta de video titulada “Paquirri, un canto de amor y muerte”, recogiendo 
imágenes de la cogida sufrida por el torero, de fatales consecuencias, en la Plaza de Toros de Po-
zoblanco, así como las primeras asistencias a la enfermería. Pantoja presentó demanda ante la co-
mercialización del citado video, por intromisión ilegítima en los derechos a la imagen e intimidad 
del marido, ya que la comercialización se realizaba sin el consentimiento de la familia. El Juzgado 
de Primera Instancia Nº 14 de Madrid estimando parcialmente la demanda ordenó la suspensión 
de la venta de video y concedió una indemnización de 20.000.000 de pesetas de indemnización. El 
Tribunal Supremo casa y anula la sentencia de instancia, estimando que se está ante el supuesto 
del artículo 8 de la Ley 1/1982, al tratarse de imágenes públicas de persona pública, en lugares 
abiertos al público, en las cuales existe un relevante interés histórico cultural. Señala la sentencia 
que el hecho ocurrió ante 16.000.000 de espectadores y que la cogida es la plasmación del riesgo 
con todo el dramatismo social que ello encubre, siendo pues, de interés cultural la cogida y la 
muerte misma. La persona en cuestión era una persona pública por su profesión y era el protago-
nista del espectáculo puesto en escena. No cabe duda que asumía las consecuencias de ese riesgo. 

174	Véase: DFMSCM8, Sent. 23-11-89, J.R.G., T. 110, pp. 97-102, en el caso Víctor Cámara vs Sono 
International Artis N.V., declaró con lugar el amparo a favor del artista a quien se le trató de 
impedir la reproducción de su voz e imagen en el exterior en virtud de relaciones contractuales. 
Se indica que tales derechos carecen per se de contenido económico y constituyen derechos 
indisponibles.

175	Véase: Fayos Gardó, ob. cit., p. 17, “siendo el concepto de interés público el que decidirá si pre-
domina el derecho a la propia imagen o no. Recordemos no obstante la posición básica para la 
resolución de la colisión entre derechos: la prevalencia (no jerárquica) que sobre los derechos de 
la personalidad ostenta el derecho a la libertad de información, aplicable si se da el requisito de 
que los hechos publicados sean de interés general o tengan trascendencia pública”.

176	Bianca, ob. cit., p. 185.
177	Por ejemplo si colocan nuestra imagen en un escenario irreal o que no se corresponde con la 

verdad y en consecuencia se logra falsear nuestra historia.
178	Véase: Ravanas, Jacques: La protection des personnes contre la realisation et la publication de leur 

image. Paris, Librairie Genérale de Droit et de Jurisprudence, Bibliothéque de Droit Privé, 1978, 
Tome CLIII. El autor se refiere a la formas de desnaturalización de la personalidad a través de la 
publicación de la imagen (ibid., pp. 25-113).

179	Ibid., pp. 29 y 30.
180	Ibid., p. 33. El autor igualmente se refiere a la desnaturalización de la personalidad por la publi-

cación de un montaje (ibid., pp. 530-535). Así mismo se refiere curiosamente a la explotación 
ideológica de las imágenes de las personas (ibid., pp. 75-81).
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si se logra la identificación del sujeto igualmente se violaría el derecho bajo 
análisis de no mediar la respectiva autorización.

A la propia imagen se refiere expresamente el artículo 60 de la Carta Magna 
(a diferencia del texto anterior de 1961 que no la señalaba expresamente). 
Se trata de un derecho autónomo que no precisa violación adicional de otro 
derecho de la personalidad.

3.3.7. Voz181

Así como la imagen individualiza física o visualmente al individuo, la voz 
lo hace a nivel sonoro; la voz de cada sujeto es única por lo que forma parte 
inmanente de su ser; lo distingue y caracteriza.

El derecho a la voz se configura como un derecho autónomo de la perso-
nalidad susceptible de violación por sí solo o independiente al margen de la 
vulneración de otros derechos182. Su vulneración acontece en forma semejante 
a la imagen, cuando se utiliza la voz de una persona sin su autorización. De 
lo que se evidencia que las imitaciones no están amparadas por el presente 
derecho porque no se usa la verdadera voz del titular.

La doctrina le concede a la voz una protección similar a la imagen183. Por 
la forma en que se capta la voz –a diferencia de la imagen– que no se agota 
en un acto instantáneo como la fotografía, creemos que la voz sí precisa dada 
su naturaleza, de autorización del titular para ser captada, salvo que se trate 
de actos públicos de los que se derive lo contrario, aunque también en éstos 
el afectado pudiera señalar que no permite la captación o grabación de su 
palabra hablada.

La Constitución no se refiere expresamente a la voz como si lo hace de 
la imagen, pero recordemos que ello no es óbice para su protección dado el 
carácter enunciativo de los derechos personalísimos.

4. Protección (Referencia al daño moral)184

181	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp 247-250; Barrios, Haydee: La Protección a la Palabra 
Hablada. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Nº 63. Caracas, Universidad 
Central de Venezuela, 1982, pp. 21-57; De Freitas de Gouveia, ob. cit., p. 156.

182	Como la intimidad. Pues se afirma que la voz puede ser vulnerada como consecuencia de la 
violación de otros derechos, por ejemplo la captación y grabación de una conversación. Véase: 
Ferreira Rubio, ob. cit., p. 119.

183	Véase: Pérez Vargas, ob. cit., p. 100; Alegre Martínez, ob. cit., p. 67; Messineo, ob. cit., p. 20; Naranjo 
Ochoa, ob. cit., p. 142. 

184	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 250-284; Vielma Mendoza, Yoleida: Responsabili-
dad civil y responsabilidad moral. Hacia una responsabilidad civil más objetiva. En: Dikayosine 
Nº 12, Revista de Filosofía Práctica, Universidad de los Andes, junio 2004, pp. 174-186, www.
saber.ula.ve/bitstream/123456789/19044/2/articulo13.pdf; Pérez Fuentes, Gisela María Evolución 
doctrinal, legislativa y jurisprudencial de los derechos de la personalidad y el daño moral en 
España. En: Revista de Derecho Privado Nº 8, 2004, pp. 111-146, http://dialnet.unirioja.es/ser-
vlet/articulo?codigo=951053; Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del 
Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 6-7-06, http://merida.tsj.gov.ve/
decisiones/2006/julio/1553-6-23933-243.html; Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, 
Trabajo Niños y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, Sent. 21-5-04, Exp. 
080-M- 21-05-04, http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2004/mayo/163-21-3478-080-M-21-05-04.html 
“el sufrimiento puede resultar en algunos casos por la lesión a un derecho de la personalidad o 
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Los derechos de la persona como es natural están amparados por multiplicidad 
de instrumentos normativos mediante los respectivos mecanismos procesales 
(administrativos o jurisdiccionales)185 pero la violación de los derechos de 
la personalidad, puede ser reclamada judicialmente mediante la respectiva 
acción civil de daños y perjuicios. Esto es, la violación de los derechos de la 
personalidad puede dar lugar a la respectiva indemnización; de tal suerte que 
la protección de la persona en el derecho privado se extiende a la reparación 
de los daños, ya sean materiales o morales. Pero precisamente, el daño moral 
para algunos es definido como aquel que produce un dolor espiritual como 
consecuencia de la violación de algunos de los derechos de la personalidad. 
Esta referido expresamente en el artículo 1196186 CC que tiene carácter enun-
ciativo en cuanto a los derechos mencionados en la norma.

La doctrina y la jurisprudencia discute aspectos interesantes del daño moral, 
en cuanto a su lógica procedencia aunque se trate de derechos no patrimonia-
les, porque sería inmoral que basados en ello a falta de mejor reparación se 
deje sin indemnización al afectado; extensible al ámbito contractual y extra-
contractual; la prueba del mismo se deriva del propio hecho que lo causa, pues 
el dolor en principio se presume. La figura corresponde a la asignatura del 
Derecho de obligaciones pero su estudio es vital en lo relativo a la protección 
de los derechos personalísimos187.

derechos primordiales de la persona: Lesiones al honor bajo la forma de difamación, derecho 
al nombre, derecho al secreto de la vida privada; derecho a la integridad corporal, que incluye 
tanto los sufrimientos o padecimientos de dolor físico como el dolor moral que se puede sufrir 
al verse mutilado, desfigurado (perjuicio estético), o por llegar a ser inepto para una determinada 
actividad”; supuestos no cumplidos en el presente caso, pues, no se puede argumentar que se 
sufre un dolor personal por el daño material causado a un vehículo, para pedir una indemnización 
por daño moral; motivo por el cual debe declararse improcedente el cobro de los daños morales 
reclamados; y así se declara”; TSJ/SCC, Sent. Nº 000222 del 29-6-10, (el monto a condenar por 
concepto de daño moral, pertenece a la libre estimación del juez, esto no obsta para que existan, 
efectivamente, lineamientos que los jurisdicentes deben acatar al momento de acordar el pago 
de la indemnización en cuestión y así se constata de sentencia Nº 101 del 9/3/09…la indexación 
de daño debe ser solicitada en la demanda).

185	Como es el caso de la protección constitucional (acción de amparo), administrativo (recursos), 
penal, etc. 

186	Véase: Código Civil de Venezuela. Artículos 1.192 al 1.196. Caracas, Universidad Central de Ve-
nezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas/Inpreabogado, Instituto de Derecho Privado, 
2010, pp. 371-577; Domínguez Guillén, Curso de Derecho Civil III Obligaciones…, pp. 242-257.

187	Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 287 y 288, “La protección civil de los derechos de 
la personalidad encuentra su principal cauce a través de la indemnización por daño moral consa-
grado en el artículo 1.196 del Código Civil…”; De Verda y Beamonte, Los derechos fundamentales…., 
pp. 56 y 57, los derechos de la personalidad son una técnica de Derecho Civil para hacer frente 
a las intromisiones ilegítimas de sujetos de Derecho Privado en el ámbito de la propia esfera 
personal , justificando la puesta en marcha de la tutela inhibitoria y resarcitoria para obtener la 
reparación del subsiguiente daño moral (destacado mío).


